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Introducción 
 
 Desde mediados del siglo XX, el orden mundial volcó sus ojos sobre las teorías del desarrollo 
ligadas principalmente al fenómeno del neoliberalismo y la expansión del capital transnacional, 
lo cual supone un volcamiento de las relaciones sociales y jurídicas poniendo especial tensión 
entre la condiciones que garantizan la calidad de vida de la humanidad y la forma en que se 
concibe el aprovechamiento de los recursos naturales (Seone, 2012; p:12) 
 
Estas visiones han determinado los sistemas jurídicos de los Estados, las configuraciones 
sobre el orden territorial y hasta el diseño urbanístico del espacio público. A la vez, la expansión 
demográfica aunada al cambio climático son fenómenos que empiezan a reñir con la poca tierra 
disponible y la expansión del mercado extractivista de recursos naturales, lo cual se traduce en 
un conflicto permanente en casi todos los países del mundo.  
 
El deterioro ambiental a nivel mundial y nacional, ha generado una constante preocupación 
entre la comunidad internacional y los gobiernos en las últimas décadas, ya que la conservación 
de los recursos naturales se entiende como una prerrogativa mínima para la subsistencia de la 
humanidad en condiciones de dignidad e igualdad, reconociendo al medio ambiente sano como 
un derecho colectivo de carácter fundamental por ser inherente a la naturaleza humana (Corte 
Constitucional, C-431/00). Es así como las políticas sobre el desarrollo sostenible cobran vida a 
la hora de establecer condiciones que armonicen el mejoramiento de la calidad de vida con un 
manejo sustentable de los recursos naturales, donde por un lado se garantice el ejercicio de los 
derechos ambientales, sin desmedro del derecho al desarrollo económico y social. 
6 
 
 
Colombia, y particularmente Bogotá no son ajenas a esta realidad mundial; desde algunos 
años el Distrito Capital viene generando debates fuertes en relación a la re-densificación urbana, 
la minería, el crecimiento poblacional y su derecho al medio ambiente sano (Sánchez, 2002; 
Gómez Lee, 2009; Silva, 2012). Lo cual se ejemplifica en los recientes casos de la Reserva Van 
der Hammen y los Cerros Orientales en tanto reservas naturales de la ciudad y bienes que 
constituyen un elemento fundamental para la concreción del derecho al medio ambiente sano de 
los capitalinos frente a los proyectos de minería, por un lado, e infraestructura y vivienda, por 
otro, propios del derecho al desarrollo.  
 
Nuestro país denota un crecimiento poblacional permanente concentrado en sus ciudades 
principales que son el motor económico, siendo necesaria la aplicación de una visión sostenible 
ambientalmente y socialmente inclusivo. Así mismo, es evidente que las ciudades que tienen un 
mayor nivel de urbanización presentan mayor niveles de pobreza y desigualdad que van acordes 
a la realidad de cada centro urbano (Conpes 3819, 2014).  
 
Para el caso del Distrito Capital, esto se ha convertido en una realidad latente, en la medida 
que el crecimiento demográfico de la ciudad (Corte Constitucional, C-165/15) precisa de 
proyectos de expansión urbana para el establecimiento de vivienda; situación agravada por 
fenómenos identificados por el gobierno nacional como la (i) escasez del suelo urbanizable, (ii) 
la urbanización informal y asentamientos precarios, y (iii) la expansión irracional con 
despoblamiento y deterioro de la ciudad interior (Conpes 3305, 2004).  
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Por otra parte, según la Secretaría Distrital de Ambiente, Bogotá tiene un área de suelos de 
protección que corresponde al 53% del territorio distrital, cuya afectación implica la restricción 
de urbanizar dadas las condiciones geográficas, ambientales, de amenaza o riesgo no mitigable, 
las cuales se resumen de la siguiente manera: (i) la estructura ecológica principal compuesta por 
parques urbanos, el sistema de áreas protegidas, las áreas de manejo especial del Río Bogotá y 
los corredores ecológicos; (ii) las zonas declaradas como de alto riesgo no mitigable; (iii) las 
áreas reservadas para plantas de tratamiento y, (iv) la expansión del actual relleno sanitario de 
Doña Juana (Decreto 462/2008).  
 
Esta zonificación fue reconsiderada en el Decreto 364 de 2013, referido al Plan de 
Ordenamiento Territorial expedido bajo el gobierno de la Bogotá Humana, el cual contempla la 
clasificación del Sistema de Áreas Protegidas de Bogotá  de la siguiente manera: (i) Áreas 
Protegidas del Nivel Nacional y Regional, conformada a su vez por: a. Parque Nacional Natural 
Sumapaz, b. Área de Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá y, c. Reserva 
Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá D. C. “Thomas Van Der Hammen” y d. 
Reserva Forestal Protectora Productora de la Cuenca Alta del Río Bogotá; (ii) Áreas Protegidas 
del Nivel Distrital, integrada por: a. Áreas Forestales Distritales, b. Parques ecológicos distritales: 
-De humedal -De montaña, c. Reserva Distrital de Conservación de Ecosistemas y d. Reserva 
Campesina de Producción Agroecológica y (iii) las Reservas naturales de la sociedad civil (Art. 
39). No obstante, este instrumento de planeación distrital, se encuentra suspendido por el Auto 
624 de 2014 proferido por el Consejo de Estado, por lo que se mantienen vigentes los datos y 
clasificación establecidos en el Decreto 462 de 2008.  
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Aunado a lo anterior, la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR expidió el 
Acuerdo 11 de 2011 donde se declara la Reserva Forestal Regional Productora del Norte de 
Bogotá D.C. “Thomas van der Hammen”, y en su Plan de manejo Ambiental, delimita la 
zonificación ambiental y los usos de la misma, en la cual queda expresamente prohibida la 
construcción de vivienda nueva y los proyectos de minería, siendo este el principal argumento  
jurídico que limita los proyectos de expansión urbana recientemente presentados por la Alcaldía 
Mayor de Bogotá ante las autoridades ambientales para cambiar la afectación del uso del suelo.   
 
El asunto en mención, sugiere un claro problema socio jurídico, a saber, que las garantías para 
el ejercicio del derecho al medio ambiente sano, en el caso de las medidas establecidas para la 
protección especial de las reservas naturales y la vocación del uso del suelo, frente al ejercicio del 
derecho al desarrollo urbano en Bogotá están generando una colisión de bienes jurídicos de interés 
colectivo que va en detrimento del derecho a la vivienda y el mejoramiento de la calidad de vida de los 
residentes de la ciudad.  
 
Al ser esta investigación de orden cualitativo, en observancia de la expansión urbana y del 
medio ambiente sano como un bien jurídico de obligatoria protección en tanto derechos 
colectivos, se considera pertinente realizar la siguiente pregunta: ¿Qué criterios debe tener en 
cuenta la administración Distrital, para la ponderación entre los derechos colectivos al desarrollo 
urbano y al medio ambiente sano, a la hora de adoptar decisiones administrativas para el mejoramiento 
de la calidad de vida de los ciudadanos que involucren el levantamiento de regímenes de protección 
especial ambiental para el uso del suelo: Caso concreto Reserva Thomas Van Der Hammen? 
 
Por tanto, frente al análisis expuesto es pertinente establecer como hipótesis central de la 
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presente investigación, la aplicación de los criterios de ponderación, como metodología de 
interpretación en la tensión de dos derechos de interés colectivo, enmarcados en las teorías del 
desarrollo sostenible y de desarrollo humano, sirve como elementos de orientación para la toma de 
decisiones político administrativas. 
 
En ese sentido, es importante establecer qué criterios de interpretación se deben tener en 
cuenta para la ponderación de derechos colectivos que generan una repercusión directa sobre el 
ciudadano, por tanto a través de la lógica jurídica se pretender obtener el conocimiento de los  
elementos que hacen parte de la problemática desde el punto de vista teórico y su relación con el 
objeto en estudio. Dicha disertación se establece bajo la teoría planteada por Robert Alexy en la 
distinción entre principios y reglas, otorgando el peso adecuado a cada principio en colisión 
mediante ciertas reglas de ponderación (Alexy, 1989). 
 
Una aplicación triangulada entre la teoría de la ponderación, la teoría del desarrollo humano y 
el desarrollo sostenible, brinda elementos de análisis para resolver el conflicto de intereses 
colectivos generado entre la protección especial de la Reserva Forestal Regional Productora del 
Norte de Bogotá D.C. “Thomas van der Hammen” y la función de la autoridad del Distrito 
respecto de garantizar el derecho al desarrollo urbano de los capitalinos, ya que, al tratarse de 
una colisión de derechos colectivos, se considera necesaria la definición de decisiones Distritales 
que materialicen la decisión de una ponderación con observación de las pautas fundamentales de 
los intervinientes y la realidad coyuntural en que se desarrolla el conflicto buscando identificar el 
peso social de cada uno de ellos. 
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Como estrategia metodológica se aborda la colisión de bienes jurídicos colectivos desde una 
investigación de carácter cualitativo de orden socio jurídico, toda vez que, el presente estudio 
gravita en torno al comportamiento de la administración local frente a la esencia de los derechos 
discutidos, lo cual trae consigo un componente de afectación social que se encuentra limitado por  
un marco jurídico, jurisprudencial y doctrinal que carece de efectividad debido al rol que 
desempeña la empresa privada en la implementación de proyectos de desarrollo urbanístico al 
tiempo que se relativiza, a partir de una inadecuada interpretación legal por parte de los 
fundamentos políticos que definen la actuación de la institucionalidad distrital, lo cual hace que 
este ejercicio investigativo sea de orden hipotético deductivo.  
 
Por otra parte, se analiza el comportamiento del objeto de estudio, en este caso, los derechos 
colectivos, a partir de su historicidad y el desarrollo jurídico que ha tenido. Una vez 
determinadas las premisas necesarias, se pretende definir una valoración jurídica que oriente el 
análisis de proporcionalidad respecto de los derechos colectivos mediante la exposición de 
argumentos verosímiles que otorgan un peso jerárquico social, en tanto bienes jurídicos en 
colisión, mediante el estudio del caso concreto de la afectación de las reservas naturales y 
forestales en Bogotá a la luz de la aplicación de la teoría del desarrollo sostenible y el desarrollo 
humano evidenciando la necesidad coyuntural de defensa del medio ambiente como mecanismo 
de subsistencia digna del hombre, sin desmeritarse por tanto, la importancia del desarrollo 
económico de la ciudad y los beneficios que surgen de la intervención del capital privado. Con 
ello se buscó establecer la aplicabilidad de criterios de valoración expuestos por Alexy en la 
definición de programas y políticas del Estado frente al contenido axiológico de la Constitución 
de 1991, las garantías establecidas en ella, teniendo en cuenta los objetivos del milenio. 
11 
 
 
En suma lo que se puede apreciar es un conflicto entre dos bienes jurídicos de interés social, 
que a la postre van a desencadenar una serie de efectos a nivel político, económico y ambiental. 
Lo cual se convierte en el propósito principal y objetivo general de esta investigación, como se 
describe a continuacion: Establecer los criterios a tener en cuenta por la administración Distrital, 
para la ponderación de los derechos colectivos al desarrollo urbano y al medio ambiente sano, a 
la hora de adoptar decisiones administrativas para el mejoramiento de la calidad de vida de los 
ciudadanos que involucren el levantamiento de regímenes de protección especial ambiental para 
el uso del suelo siendo el caso concreto la Reserva Forestal Regional Productora del Norte de 
Bogotá D.C. Thomas Van Der Hammen. 
 
El documento consta de tres capítulos, que desarrollan los objetivos específicos propuestos: el 
primero permite establecer los alcances y contenidos del marco jurídico que desarrolla la teoría 
de los derechos colectivos al medio ambiente sano y al desarrollo urbano en Colombia, 
estructurando historia y desarrollo normativo mediante el análisis del comportamiento de cada 
uno de los mencionados derechos. 
 
En el segundo capítulo se analizan las circunstancias que generan la colisión de derechos 
colectivos al medio ambiente sano y al desarrollo urbano en el caso de la Reserva Forestal 
Regional Productora del Norte de Bogotá D.C. Thomas Van Der Hammen, entendiendo que la 
colisión de principios mencionada por Robert Alexy (1993) atañe al presente estudio, ya que, los 
derechos constitucionales presentan un contenido similar a los principios por tanto, su naturaleza 
habilita la posibilidad de dirimir colisiones que surgen en su ejercicio mediante la ponderación. A 
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la vez desarrolla los elementos propios de la discrecionalidad administrativa. 
 
A su turno, en el tercer capítulo se dan a conocer los alcances y límites que tiene la 
administración respecto del uso de las reglas de ponderación como fundamento para la toma de 
decisiones frente al crecimiento urbano y las características propias de las zonas de conservación 
ambiental de Bogotá D.C. a la luz del precedente jurisprudencial, para ello se retoman los aportes 
de teóricos del desarrollo como Amartia Sen, con el fin de tener en cuenta que el desarrollo 
humano debe ser el punto primordial para que los gobiernos propicien las libertades de cada 
persona y en consecuencia mejoren su calidad de vida.  
 
En consecuencia, una vez validada la hipótesis de la presente investigación, se determinó que 
la teoría del desarrollo humano se encuentra inmersa en los objetivos del desarrollo sostenible, 
los cuales han sido adoptados en parte por el Estado Colombiano, por tanto, ante una eventual 
tensión entre dos derechos de interés colectivo los mencionados objetivos, analizados a lo largo 
del documento, son criterios orientadores en la aplicación de la ponderación respecto a la toma 
de decisiones de carácter administrativo. 
 
Es así como, a través de la teoría del desarrollo humano se logra visualizar el objetivo 
principal del desarrollo de todo Estado, el cual es la libertad del ciudadano, por tanto, la 
administración debe encaminar sus decisiones a suplir sus necesidades básicas obteniendo de 
esta forma la materialización de dicha libertad. En consecuencia, se determina que la colisión de 
derechos colectivos debe resolverse mediante la eliminación de la desigualdad incluyendo la 
correcta preservación de los recursos naturales, más no excusándose en ello para dejar a un lado 
13 
 
la optimización de la vida del hombre. 
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Alcances y Contenidos de los Derechos Colectivos: Medio Ambiente Sano y Desarrollo 
Urbano en Colombia 
 
Los derechos colectivos, también considerados derechos de tercera generación tienen como 
eje central la promoción de la dignidad humana desde el punto de vista colectivo, esto es, desde 
la generación de condiciones determinantes para el ejercicio de los derechos de primera y 
segunda generación. En ese sentido, y siguiendo el carácter progresivo e integral de los derechos 
humanos, la clasificación de tercera generación pasa a ser criterio técnico, que no soslaya la 
importancia del ejercicio de los mismos en tanto derechos fundamentales (Grijalva, 2009. Pp. 
XV).  
 
Ahora bien, la Defensoría del Pueblo resalta que dentro de las características principales de 
este tipo de derechos se destacan aspectos como la titularidad, la interdependencia y la 
indivisibilidad (2014). La titularidad, aterriza el carácter de difusos, en la medida que el sujeto 
tutelar de este tipo de derechos es indeterminado, lo cual se debe principalmente, a que el 
ejercicio de los mismos afecta al todo social en su conjunto, es decir que “el interés que se afirma 
dañado perjudica a un número mayor de personas, muchas veces tan extenso que lleva a la 
determinación de los mismos solo por conectarse en torno a un elemento homogéneo que los 
aglutina” (Benabentos y García, s.f., Pp. 284). 
 
En ese mismo sentido la Corte Constitucional, ha expuesto que los derechos colectivos se 
refieren al “interés que se encuentra en cabeza de un grupo de individuos, lo que excluye de 
motivaciones meramente subjetivas o particulares” (Sentencia C-215 de 1999). A la luz de la 
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línea jurisprudencial desarrollada por la Corte, el núcleo esencial de los derechos colectivos se 
basa en la solidaridad, en la no exclusión y en la tutela común, lo cual implica que para un 
ejercicio efectivo de los mismos haya una cooperación entre sociedad civil, Estado y comunidad 
internacional (Sentencia T-341 de 2016).  
 
Por su parte Cruz (1998), define que la comprensión de los derechos colectivos versa sobre el 
objeto a tutelar y no sobre el sujeto titular del derecho, esto por cuanto la definición suele 
prestarse para confusiones respecto de los derechos en cabeza de sujetos colectivos tales como 
los grupos étnicos y minorías raciales (Pp. 103). Con el ánimo de diferenciar esta definición, 
Cruz plantea que dichos derechos deben ser comprendidos desde la órbita de aquellos bienes de 
interés colectivo que afectan al todo social o a un grupo determinado, distinto entonces, de los 
derechos fundamentales autonómicos o territoriales consagrados en favor de los sujetos 
colectivos de derechos como lo son los grupo indígenas y las comunidades afro. 
 
De ello, se desprende otro elemento diferenciador, el cual estaría en el orden de la protección 
y defensa de los mismos, ante lo cual, se puede afirmar, que mientras para los derechos o bienes 
de interés colectivo, como los define Cruz, el mecanismo de amparo versa sobre la acción 
popular o de grupo, para los derechos colectivos, en virtud de la subjetividad del titular, el 
mecanismo de amparo se concreta mediante la acción de tutela, así lo estableció la Corte 
Constitucional al definir que los pueblos indígenas “son un verdadero sujeto colectivo y no una 
sumatoria de individuos particulares que comparten una serie de derechos o intereses difusos” 
(Sentencia C-603 de 2010).  
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No obstante lo anterior, la Corte Constitucional (2016) también ha reconocido que emergen 
situaciones en las que la afectación a los derechos colectivos (interés colectivo) pueden llegar a 
comprometer el ejercicio de derechos individuales, por lo que ha desarrollado una serie de 
parámetros de procedibilidad para incoar la acción de tutela de manera excepcional bajo las 
siguientes consideraciones: 
 
(i) Que exista conexidad entre la vulneración del derecho colectivo y la violación o amenaza de un 
derecho fundamental, de tal forma que el daño o amenaza del mencionado derecho sea 
consecuencia inmediata y directa de la perturbación del derecho colectivo;  
(ii) El demandante debe ser la persona directa o realmente afectada en su derecho fundamental, pues 
la acción de tutela es de carácter subjetivo;  
(iii) La vulneración o la amenaza del derecho fundamental debe estar plenamente acreditada;  
(iv) La orden judicial que se imparta en estos casos debe orientarse al restablecimiento del derecho 
de carácter fundamental y “no del derecho colectivo en sí mismo considerado, pese a que con su 
decisión resulte protegido, igualmente un derecho de esa naturaleza”;  
(v) Adicionalmente, es necesario la comprobación de la falta de idoneidad de la acción popular en 
el caso concreto. (Sentencia T-341 de 2016) 
 
Ahora bien, un aspecto que llama la atención en el ejercicio de los derechos de interés 
colectivo son las posibles controversias que se empiezan a suscitar frente al ejercicio de derechos 
fundamentales individuales. Es así como por ejemplo, uno de los casos más recurrentes se da en 
torno a las afectaciones de los cambios de uso del suelo de una propiedad, cuando un área es 
declarada zona de conservación ecológica, dando lugar a una pugna entre el derecho fundamental 
individual a la propiedad privada y el derecho colectivo al medio ambiente sano. Situaciones que 
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empiezan a generar descontento individual y mayor movilización social dependiendo desde 
donde se enuncie el interés a proteger.  
 
Debido al impulso que la defensa de los derechos colectivos obtiene a través del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, (aprobado mediante la Ley 74 de 
1968), el derecho al medio ambiente sano se convierte en uno de los elementos de mayor 
preocupación para el Estado Colombiano, tomándolo como punto de referencia para la 
expedición de la Carta Magna de 1991 la cual incluyó un componente ecológico con impacto 
económico conocido como la teoría del “Desarrollo Sostenible”.   
 
Dicha teoría surge hacia los años 80’ como una alternativa ante la crisis social y ecológica en 
la relación hombre-naturaleza justificándose en la perspectiva liberal del desarrollo económico 
mediante la conservación de los recursos como posibilidad de crecimiento y subsistencia digna.  
Sin embargo, al transcurrir un par de décadas desde su adopción en Latinoamérica, se observa el 
surgimiento de contradicciones acordes a las realidades de cada Estado que no fueron deliberadas 
por el occidentalismo a la hora de decidir el rumbo del desarrollo político y económico del 
mundo. Ejemplo de ello es la necesidad de respetar la equidad, el pluralismo cultural y la 
protección del patrimonio nacional. (Escobar, A. 1994.p:10) 
 
Por tanto, parte de estas contradicciones se presentan en la realidad Bogotana, donde la 
administración local pretende emitir decisiones sobre urbanismo con una visión moderna 
defensora del desarrollo sostenible pero limitadas por el marco normativo ecologista y la 
jurisprudencia defensora del medio ambiente sano, por tanto, la colisión entre bienes jurídicos de 
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carácter colectivo es evidente, toda vez que la ciudad debe enfrentarse a las corrientes globales 
de desarrollo económico y urbanístico sin afectar los espacios ecosistémicos que propenden vida 
en medio de la urbe. 
 
Debido a lo anterior, en el año 2015 las Naciones Unidas propiciaron un encuentro de Estados 
llamado la “agenda del Desarrollo sostenible” donde se establecieron pautas y planes de acción 
en torno a 17 objetivos que pretender mejorar la calidad de vida en el planeta. Esto en virtud 
sobre la concepción de que el desarrollo sostenible no puede hacerse realidad sin que haya paz y 
seguridad, y la paz y la seguridad corren peligro sin el desarrollo sostenible, se reconoce la 
necesidad de construir sociedades pacíficas, justas e inclusivas que proporcionen igualdad de 
acceso a la justicia y se basen en el respeto de los derechos humanos (incluido el derecho al 
desarrollo), en un estado de Derecho efectivo y una buena gobernanza a todos los niveles, así 
como en instituciones transparentes y eficaces que rindan cuentas. 
 
Es por ello que los Objetivos de Desarrollo Sostenible y sus metas son de carácter integrado e 
indivisible, de alcance mundial y de aplicación universal, los cuales tienen en cuenta las 
diferentes realidades, capacidades y niveles de desarrollo de cada país y respetan sus políticas y 
prioridades nacionales. Si bien las metas expresan las aspiraciones a nivel mundial, cada 
gobierno fijará sus propias metas nacionales, guiándose por la ambiciosa aspiración general pero 
tomando en consideración las circunstancias del país. 
 
En el presente capitulo, se presenta la caracterización del derecho al medio ambiente sano y el 
derecho al desarrollo urbano, como bienes jurídicos en colisión y objetivos propios de la agenda 
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de desarrollo sostenible expedida por las Naciones Unidas (2015), debido a su rango 
constitucional y en consecuencia, su obligatoria observación, frente a la toma de decisiones 
administrativas de carácter local.  
 
Naturaleza del Derecho al Medio Ambiente Sano 
 
El objetivo de la agenda de desarrollo sostenible de la Naciones Unidas No. 15 hace 
referencia al cuidado del medio ambiente, redactado en los siguientes términos: “Gestionar 
sosteniblemente los bosques, luchar contra la desertificación, detener e invertir la degradación de las 
tierras y detener la pérdida de biodiversidad”. 
 
La actual crisis de los recursos naturales en el mundo genera un impacto negativo de gran 
proporción tanto a países industrializados como a países en vía de desarrollo, desencadenando 
una serie de efectos nocivos para la subsistencia del hombre. Por tanto, la comunidad 
internacional tomo cartas sobre el asunto estableciendo parámetros específicos que buscan 
limitar las consecuencias del calentamiento global y la explotación indiscriminada de recursos.  
 
Esta preocupación se genera especialmente por las consecuencias económicas que trae 
consigo las enfermedades y los desastres naturales originados en la mala administración de 
recursos, ya que, los desastres naturales causados por la perturbación de los ecosistemas debido a 
la actividad humana y el cambio climático cuestan ya al mundo más de 300.000 millones de 
dólares al año. 
 
20 
 
Adicional a lo anterior, cada año se pierden 12 millones de hectáreas (23 hectáreas por minuto) 
como consecuencia de la sequía y la desertificación, en las que podrían cultivarse 20 millones de 
toneladas de cereales, el 74% de los pobres se ven directamente afectados por la degradación de 
la tierra a nivel mundial y la intensa industrialización promete acabar pronto con los pocos 
recursos no renovables que aún quedan. (Naciones Unidas, 2015) 
 
El medio ambiente debe ser visto desde su importancia en la subsistencia del hombre y el 
desarrollo económico de un país,  muestra de ello es el avance jurídico que en la última década 
ha tenido, en el cual, su categoría ha sido elevada como derecho humano fundamental por la 
comunidad internacional1, así como por la Corte Constitucional Colombiana en las sentencias T-
740/11 y T-028/14 donde se retoman los principios del Estado Social de Derecho y la línea 
jurisprudencial emitida en relación con este. 
 
El reconocimiento a los individuos de actuaciones subjetivas activas para la protección del 
medio ambiente junto a los correlativos deberes y obligaciones, sirven para consolidar el 
significado de la función pública de protección del medio ambiente como elemento esencial del 
Estado, que pasaría a ofrecer el paradigma del nuevo Estado ecológico. En el texto constitucional 
como en su desarrollo legal, la confección de mecanismos, procedimientos y niveles de 
intervención es adecuada, pero el problema se presenta a la hora de utilizar dicha reglamentación, 
pues se establece con tal rigurosidad que la mayoría de las ocasiones esteriliza el anhelo 
                                                 
1 Categoría de Derecho fundamental otorgado en declaraciones, tratados o convenios internacionales, tales como 
Declaración de Rio de Janeiro de 1992 y convención de las Naciones Unidas sobre cambio climático de 1992 
ratificadas por Colombia. Sin embargo, en sentencia C-671 de 2001, la Corte Constitucional resalta el artículo 226 
de la Constitución que señala: “El Estado promoverá la internacionalización de las relaciones políticas, sociales y 
ecológicas sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia internacional”. 
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participativo. Es necesario reforzar con decisión sus elementos estructurales: más y mejor 
educación ambiental en todas las etapas y niveles, mayor y mejor acceso a la información por 
parte de la población, y mayor asunción de responsabilidades y deberes ciudadanos en defensa 
del medio ambiente (Velásquez, 2007). 
 
La posibilidad de gozar de un ambiente sano o adecuado no se puede entender únicamente 
desde la óptica del reconocimiento de un derecho, sino que es también deber que debe asumir 
todo ciudadano con plena responsabilidad, y debe entenderse que a partir de su ejecución se 
preserva el espacio vital de realización.  La comunidad internacional2, nacional y en especial la 
comunidad afectada en esta investigación, conoce la problemática generada por la vulneración de 
derechos en aras del desarrollo urbano.  La indiferencia frente al tema ambiental, es lo que 
ocasiona la omisión en la vigilancia estatal y la permisión en ejecución de proyectos negativos. A 
pesar de que, legalmente se haya constituido la consulta previa como un mecanismo de 
participación de la comunidad en la decisión de proyectos que pueden ser importantes para su 
desarrollo normal como seres humanos, es evidente la dilación de términos y exposición de 
obstáculos por parte del gobierno y de las autoridades ambientales para que dichas decisiones 
                                                 
2 CIDH. Informe N° 84/03 del Parque Natural Metropolitano de Panamá, sobre el supuesto daño ambiental 
causado por la construcción de una carretera en una reserva ambiental. DE OLIVEIRA MAZZUOLI., Valerio (2015). 
“Protección jurídica del medio ambiente en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos”. 
Revista Internacional de Derechos Humanos / ISSN 2250-5210 / 2015 Año V – N 19 0 5. P: 35. www.revistaidh.org. 
(...) La técnica de la protección del medio ambiente por la vía refleja se desarrolla a partir de la idea de que, en el 
marco del actual derecho internacional del medio ambiente, la protección de la biósfera es eficaz a través de la 
indirecta y necesaria protección de los seres humanos (Kiss, y Shelton, 2005, 30–31). La protección del medio 
ambiente por la vía refleja se deriva del análisis de tres concepciones sobre el medio ambiente observadas por Alan 
Boyle: a) la primera utiliza los mecanismos de protección de los derechos civiles y políticos existentes como 
herramienta en apoyo a las causas ambientales, especialmente cuando se trata de los derechos a la información, a 
la participación y al desarrollo de medidas legales de protección jurídica; b) la segunda vincula el derecho de 
acceso a un ambiente “saludable”, “equilibrado” y “decente” a la lista de los derechos económicos, sociales y 
culturales, como los derechos al desarrollo o el acceso a la salud; y c) la tercera concepción considera “la calidad 
ambiental”, por sí misma, un derecho colectivo de solidaridad, capaz de garantizar más a la comunidad que a los 
individuos el derecho de determinar cómo los bienes ambientales deben ser protegidos y manejados (…)  
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sean respetadas.  
 
La ausencia de acatamiento a las garantías constitucionales creadas para la protección del 
medio ambiente es una prueba de la visión sesgada en Colombia, donde la destrucción de este no 
es una cuestión de calidad de vida sino de supervivencia, el ambiente adecuado no es posible si 
existe desigualdad social y económica que hace más visible la miseria humana. El verdadero 
derecho no es a un ambiente adecuado, sino el derecho al desarrollo sustentable, y lo que es 
todavía más preciso, un derecho a la sustentabilidad (Chacón, 2010). 
 
Es por la esta falta de conciencia ecológica y exceso de conciencia económica, que las 
Naciones Unidas (2015) plantearon como metas del desarrollo sostenible movilizar y aumentar 
de manera significativa los recursos financieros procedentes de todas las fuentes para conservar y 
utilizar de forma sostenible la diversidad biológica y los ecosistemas y movilizar un volumen 
apreciable de recursos procedentes de todas las fuentes y a todos los niveles para financiar la 
gestión forestal sostenible y proporcionar incentivos adecuados a los países en desarrollo para 
que promuevan dicha gestión, en particular con miras a la conservación y la reforestación. 
 
Análisis legal y jurisprudencial del medio ambiente en Colombia 
 
El derecho al medio ambiente goza de un marco normativo dentro del Estado Colombiano, 
que ha permitido abrirle un espacio entre los derechos de importante protección ya sea, por la 
relevancia social que implica su vulneración o por la presión internacional ejercida por la 
convenciones y protocolos de los cuales Colombia es participe. 
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La comunidad internacional ha realizado un importante esfuerzo por replantear la importancia 
del medio ambiente en todos los Estados e implementar políticas que obliguen a estos, a adaptar 
las normas nacionales hacia la protección y conservación del medio ambiente. Ejemplo de lo 
anterior, se encuentra la convención de Estocolmo del año 1972, con el cual se planteó la 
necesidad de generar equivalencia entre el hombre y su entorno, siendo preponderante la 
conservación del medio ambiente a pesar de reinar la industrialización y el inicio indiscriminado 
de explotación de los recursos naturales, concluyendo con el compromiso conjunto de los temas 
referentes a desarrollo y Medio Ambiente Humano, el Plan de Acción para el Medio Ambiente 
Humano y en la Resolución de Arreglos Institucionales y Financieros (Redjusticia, 2010).   
 
Posteriormente, se crea la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
mediante la resolución 38/161 de la Asamblea General de las Naciones Unidas en el 1983. En 
dicha sesión se expusieron las diferentes posturas de los Estados participantes, científicos y 
doctrinantes, obteniéndose finalmente en el año 1987 unas vitales recomendaciones encaminadas 
hacia el ambiente sostenible por medio de una economía fundamentada en una ética de 
crecimiento donde el medio ambiente es el eje central como garantía de desarrollo social y 
económico. De igual forma, se manifiesta que es notable la distancia entre las instituciones que 
administran el medio ambiente y los entes en los cuales descansa el desarrollo económico de un 
país, generándose una ruptura social que es limitada por la falta de autoridad al momento de 
sancionar los perjuicios ocasionados por los infractores.  
 
En el marco internacional las discusiones sobre el cambio climático y la preservación del 
medio ambiente son cada vez más frecuentes, diferentes cumbres y sesiones especiales de la 
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Organización de las Naciones Unidas agendan con carácter prioritario este debate. A 
continuación se relacionan algunos de los instrumentos internacionales que Colombia ha 
ratificado e incorporado en su Bloque de Constitucionalidad.  Así por ejemplo, el artículo 24  
de la Convención de los Derechos del Niño ratificada por Colombia en 1991, establece que los 
Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud y a 
servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la salud, además de 
garantizar un adecuado medio ambiente, conocimiento sobre prevención de enfermedades y 
prácticas que perjudiquen a los niños teniendo en cuenta las necesidades de los países en 
desarrollo. (Ley 12, 1991) 
 
Con el desarrollo económico se dio también la evolución del concepto de desarrollo 
sostenible a sustentabilidad, razón por la cual, mediante la Declaración de Rio de Janeiro en el 
año 1992, la comunidad internacional manifestó su preocupación por concebir un nuevo sistema 
global basado en desarrollo institucional que garantice la protección del medio ambiente, el cual 
debe ir de la mano con un cambio de visión y políticas estatales que incentiven la sustentabilidad.  
 
Los estados asistentes a la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Social en el año de 1995, se 
comprometen a luchar contra la pobreza mediante la atención de los servicios básicos y el 
desarrollo de vida en condiciones salubres y dignas: 
 
“(…) Segundo compromiso. Nos comprometemos, como imperativo ético, social, político y 
económico de la humanidad, a lograr el objetivo de erradicar la pobreza en el mundo mediante una 
acción nacional enérgica y la cooperación internacional. 
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Con este fin, en el plano nacional, en cooperación con todos los Miembros de la sociedad civil y en 
el contexto de un enfoque multidimensional e integrado: 
(…) b) Orientaremos nuestros esfuerzos y nuestras políticas a la tarea de superar las causas 
fundamentales de la pobreza y atender a las necesidades básicas de todos. Estos esfuerzos deben 
incluir la eliminación del hambre y la malnutrición; el establecimiento de la seguridad alimentaria, 
y el suministro de educación, empleo y medios de vida, servicios de atención primaria de la salud, 
incluida la salud reproductiva, agua potable y saneamiento, vivienda adecuada y oportunidades de 
participación en la vida social y cultural. Se concederá prioridad especial a las necesidades y los 
derechos de las mujeres y los niños, que suelen soportar la mayor carga de la pobreza, y a las 
necesidades de las personas y los grupos vulnerables y desfavorecidos; (...). (Cumbre Mundial 
sobre el Desarrollo Social, 1995) (…)” 
 
Para las Naciones Unidas en la Cumbre del Milenio realizada en Nueva York en el año 2000, 
se retoma el cuidado del medio ambiente en el Capítulo IV Protección de Nuestro Entorno 
Común:  
 
“(…) 23. Decidimos, por consiguiente, adoptar una nueva ética de conservación y resguardo en 
todas nuestras actividades relacionadas con el medio ambiente y, como primer paso en ese sentido, 
convenimos en lo siguiente: 
• Poner fin a la explotación insostenible de los recursos hídricos formulando estrategias de 
ordenación de esos recursos en los planos regional, nacional y local, que promuevan un acceso 
equitativo y un abastecimiento adecuado. 
• Intensificar la cooperación con miras a reducir el número y los efectos de los desastres naturales y 
de los desastres provocados por el hombre. (…)” (Cumbre del Milenio, 2000) 
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A raíz del cambio de concepción respecto a la sostenibilidad y sustentabilidad, se celebró en 
el año 2002 La Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sostenible en Johannesburgo, para evaluar las 
decisiones tomadas en la Rio de Janeiro en 1992. Se buscó focalizar el análisis y las medidas 
hacia el deterioro ambiental producido por los procesos insustentables y a la implementación de 
nuevas políticas, económicas y ambientales (Redjusticia, 2010)   
 
Debido a que la Convención de Rio 1992 cumplió 20 años en el año 2012, se organizó Rio 
+20 Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas - ONU  sobre el desarrollo 
sostenible, donde los debates oficiales se centraron en dos temas principales: cómo construir una 
economía verde para lograr el desarrollo sostenible y liberar a la población de la pobreza, 
incluido el apoyo que permita a los países en desarrollo encontrar un camino verde hacia el 
desarrollo; y cómo mejorar la coordinación internacional con miras al desarrollo sostenible 
(ONU, 2012). 
 
Las conclusiones adoptadas de dicha conferencia están fijadas hacia la ratificación de los 
principios adoptados en Rio 1992 estimulando a las Naciones Unidas para fortalecer el desarrollo 
sostenible y el medio ambiente, examinando la posibilidad de destinar recursos financieros y 
tecnológicos hacia los países en desarrollo (PORTAL RIO+20, 2012) 
 
El legislador Colombiano, al expedir la ley 99 de 1993 del Medio Ambiente, hizo alusión 
expresa a los principios contenidos en la Declaración de Rio de Janeiro, sin embargo dicha 
inclusión en el ordenamiento jurídico fue demandada y mediante sentencia C-528 de 1994 se le 
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declaró exequible, pues argumenta que se trata de una declaración y no de un instrumento 
internacional abierto a la adhesión de los Estados. (Corte Constitucional, C-528/94) 
 
De igual manera, mediante la Ley 164 de 1994 se aprobó la Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático hecha en Nueva York el 9 de Mayo de 1992, la cual 
fue revisada y declarada exequible por la Corte Constitucional por medio de la sentencia C-073 
de 1995. (Corte Constitucional, C-293/02) 
 
Por su parte, el Estado colombiano al expedir la Constitución Política de 1991 – en adelante 
CP - trajo consigo un cambio de paradigmas y modificaciones a lo que se consideraba como 
derechos inherentes del hombre, incluyendo el derecho al medio ambiente sano como una 
necesidad fundamental que no puede ser soslayada por otro tipo de derechos clasificados con una 
categoría cardinal. El constituyente buscó establecer deberes ambientales tanto por parte del 
Estado como por los ciudadanos garantizando la protección de la diversidad y de las áreas de 
relevancia ambiental y/o cultural, fomentando la educación como mecanismo de prevención y las 
sanciones como herramienta reparativa. (Páez, 2013.p:26) 
 
El artículo 44 referente a los derechos fundamentales de los niños establece que: 
 
“(…) La vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su 
nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la 
educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra 
toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación 
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laboral o económica y trabajos riesgosos.  
Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los 
tratados internacionales ratificados por Colombia. 
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar 
su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede 
exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores.  
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás”. (C.P. 1991) 
 
Uno de los principales sujetos jurídicos de observación para el Estado Social de Derecho son 
los niños, por tanto, la función social del Estado y la garantía del ejercicio de derechos 
fundamentales se enfoca en los menores que habitan el territorio colombiano, elevándose a 
norma constitucional la obligación de brindar bienestar a los mismos mediante un ambiente sano, 
atención en salud, alimentación y espacios adecuados para su desarrollo. Por tanto, las políticas 
públicas deben orientarse hacia el tratamiento de estos pilares primordiales mediante la 
articulación de proyectos a largo plazo, que no solamente brinden soluciones momentáneas al 
tema de la escasez de alimentación y suministro de agua a los pequeños.  La mayor parte de 
población que muere anualmente por problemas sanitarios es la población infantil, quienes se 
consideran en estado de vulneración constante por su naturaleza de indefensión, se hace vital por 
tanto que la investigación en Colombia se incline hacia la búsqueda de soluciones eficaces para 
cada caso en particular.   
 
En su artículo 79, la CP establece: “(…) Todas las personas tiene derecho a gozar de un 
ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que 
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puedan afectarlo (…)” , siendo este un precepto fundamental para la aplicación de políticas de 
conservación del medio ambiente, ya que, al regularse la posibilidad de que la sociedad ejerza 
control social sobre todo tipo de medidas, se obliga al ente competente del caso informar y hacer 
público todo acto en que la población pueda salir perjudicada, otorgándose la garantía de la 
consulta para su defensa o de cualquier mecanismo legal de carácter colectivo.   
 
“(…) Del mandato constitucional consagrado en el artículo 79, se colige que es responsabilidad 
del Estado atender y garantizar la prestación del servicio público de saneamiento ambiental, 
conforme a los principios de universalidad y solidaridad. Todas esas obligaciones están dirigidas a 
la preservación, conservación y protección del medio amiente a fin de obtener el mejoramiento de 
la calidad de vida de la población y el aseguramiento del bienestar general” (Corte Constitucional, 
SU-442/97)  
 
El artículo 80 establece que el Estado debe planificar y regular el manejo de los recursos 
naturales con fin de garantizar el desarrollo sostenible, además de evitar el deterioro ambiental y 
de ser el caso imponer las sanciones necesarias para reparar los daños causados. Lo anterior, 
asentado en el desarrollo económico global donde la explotación de recursos naturales es la 
piedra angular de diferentes economías mundiales, siendo actualmente el caso de Colombia, por 
tanto, el Estado debe estar atento a la regulación y control de las zonas donde se ejerza un 
manejo importante de recursos, toda vez que no puede ser ajeno a los compromisos divulgados 
por la comunidad internacional en sus innumerables convenciones y conferencias sobre 
protección al medio ambiente.  
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En el caso del objeto de la presente investigación, el artículo 82 de la CP establece en su 
inciso segundo: “(…) las entidades públicas participaran en la plusvalía que genere su acción 
urbanística y regularan la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés 
común (…)”, por tanto, la modificación o alteración del espacio público puede ser objeto de 
control judicial, ya que, cualquier acción que vulnere el uso, goce y disfrute de los bienes de uso 
colectivo puede traer consigo una amenaza a la seguridad de los ciudadanos, razón que permite 
concluir que el Estado en cabeza de los entes judiciales y los organismos administrativos locales, 
debe ser defensor de los intereses colectivos priorizando una adecuada calidad de vida en 
interacción con los componentes urbanos y arquitectónicos demandados en el desarrollo de una 
comunidad.  
 
Como precepto garantista surge el artículo 88 de la CP que dispone le importancia de la ley 
para regular las acciones populares para la defensa de los derechos colectivos, para el caso, en 
defensa del medio ambiente y el desarrollo urbano, por tanto, la constitución ofrece al ciudadano 
una herramienta para hacer cesar los efectos de una situación que afecta a toda una comunidad, 
como expresa el Dr. Hernán Alejandro Olano García (OLANO, 2006), las acciones populares son 
procedentes contra toda acción y omisión de las autoridades públicas o de los particulares que 
hayan violado o amenazado con violar derechos e intereses colectivos sin necesidad de agotar el 
procedimiento administrativo establecido en cada institución y en la ley.  
 
De acuerdo a lo anterior, se considera que las acciones populares juegan un papel importante 
como mecanismo de defensa y de control a favor del ciudadano común, que en algunas 
oportunidades siente vulnerados sus derechos y al encontrar una voz más amplia para manifestar 
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su inconformidad, puede encontrar solución a la negligencia de la administración y coadyuvar al 
beneficio de la comunidad.  
 
El artículo 95 de la CP en su numeral 8 establece claramente “(…) Son deberes de la persona 
y del ciudadano… 8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la 
conservación de un ambiente sano (…)”. Los deberes de protección y garantía del medio 
ambiente no sólo se encuentran en cabeza del Estado, el ciudadano como miembro y habitante de 
una Nación debe corresponder a los legados constitucionales que le permiten el ejercicio de sus 
derechos para su desarrollo como ser humano, esa ley de compensación, permite que en los 
eventos minuciosos en los que el Estado no tenga presencia, sea el ciudadano que obre con 
conocimiento de la importancia de conservar un medio ambiente sano para una subsistencia 
digna. 
 
La regulación constitucional y legal es clara, sin embargo, la crisis ambiental por la que 
atraviesa el país se debe a la falta de conciencia de la comunidad, situación que debe ser 
evaluada y replanteada por el gobierno, ya que, la capacitación y la educación en las adecuadas 
prácticas de conservación en las actividades de diarias de cualquier ciudadano puede generar un 
impacto a nivel local que puede traer cambios generales a futuro.  
 
La Constitución de 1991 integró la dimensión ambiental a los planes y políticas de desarrollo 
a través del artículo 339, donde se establece el plan general de desarrollo conformado por una 
parte general y un plan de inversiones de las entidades públicas del orden nacional. En la parte 
general se señalarán los propósitos y objetivos nacionales de largo plazo, las metas y prioridades 
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de la acción estatal a mediano plazo y las estrategias y orientaciones generales de la política 
económica, social y ambiental que serán adoptadas por el gobierno.  
 
Mediante el Decreto 2811 de 1974, se regulan las condiciones de vida resultantes de los 
asentamientos humanos urbanos o rurales. También, se determina la planeación del manejo de 
los recursos naturales renovables y los elementos ambientales los cuales deben hacerse de 
manera integral, con el fin de contribuir al desarrollo equilibrado urbano y rural. Con esto, se 
sentaron las bases para la incorporación de la dimensión ambiental en los temas urbanos 
(Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo territorial, 2008). 
 
En este Decreto, se declara la pertenencia a la Nación los recursos naturales renovables y 
demás elementos ambientales que se encuentren dentro del territorio nacional, sin perjuicio de 
los derechos legítimamente adquiridos por particulares y de las normas especiales sobre baldíos. 
Se establece que el derecho de propiedad privada sobre recursos naturales renovables deberá 
ejercerse como función social, en los términos establecidos por la Constitución nacional y sujeto 
a las limitaciones y demás disposiciones establecidas en este código y otras leyes pertinentes. 
 
La sociedad civil en general y el sector privado juegan un papel fundamental en la solución de 
los problemas ambientales, es por ello que mediante la Ley 99 de 1993, se busca involucrarlos de 
manera participativa con la creación del Consejo Nacional Ambiental y el Consejo Técnico 
Asesor de Política y Normatividad Ambiental, brindándose la garantía social de acceder la 
comunidad a las decisiones que puedan afectarle. Ejemplo de ello, se encuentra en el  Numeral 
10 del artículo 5, donde se otorga al Ministerio la función de determinar las normas ambientales 
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y todo tipo de regulaciones que deberán adoptar los centros urbanos y poblaciones 
independientes de su actividad y que puedan generar un impacto social. De igual forma en el 
artículo 55, se le otorga competencia a las Corporaciones Autónomas Regionales y a los 
municipios para que en las grandes ciudades se otorguen licencias ambientales y autorizaciones 
que deben surtir un proceso de información detallada con un diagnóstico de efectos y riesgos.  
 
Con el desarrollo institucional ambiental, se observó la necesidad de crear un sistema de 
regulación al respecto, otorgando mediante la ley 99/1993 funciones prioritarias de control al 
Consejo Nacional Ambiental, a las Corporaciones Autónomas Regionales -como entes 
autónomos administrativa y financieramente, con patrimonio y personería jurídica propia 
encargados de administrar el medio ambiente-, y al Consejo Técnico Asesor de Política 
Ambiental -encargado de asesorar la viabilidad de proyectos y asesorar la expedición de normas-. 
Se pretende en consecuencia con dicha normatividad, el Fortalecimiento de la Participación 
ciudadana y estatal, abriendo camino a toda una legislación regulatoria del uso adecuado de los 
recursos naturales. Por tanto, el sistema Nacional Ambiental se crea con la función de coordinar 
el aparato público para una acertada gestión de las políticas ambientales, promoviendo la 
participación del sector privado en la gestión ambiental y la inclusión de la ciudadanía en la toma 
de decisiones. 
 
Mediante el Plan Nacional de Desarrollo establecido para los años 1994 a 1998 se establece 
por primera vez y de manera clara el tema del desarrollo sostenible en los centros urbanos y la 
importancia de la partición ciudadana en su implementación, se crea el programa de mejores 
ciudades y poblaciones, que pretende elevar la calidad de vida y salud de los colombianos que 
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habitan en las ciudades, a disminuir la contaminación a través de la promoción de proyectos 
piloto de transporte urbano sostenible y recuperación del espacio público (PND, 1994-1998). 
 
Posteriormente, con la expedición de la Ley 388 de 1997 se regula el uso de suelo, 
clasificándole en tres grandes clases: urbano, rural y de expansión urbana. Y dentro de estos 
géneros cabe establecer a su vez dos subcategorías de suelo: suburbano y de protección, de 
conformidad con lo previsto en la ley. Son los planes de ordenamiento territorial los encargados 
de clasificar el territorio de un municipio o distrito en suelo urbano, rural y de expansión urbana, 
según los criterios legales, y de definir en estos los suelos suburbanos y de protección (Corte 
Constitucional, C-165/15). 
 
Ante el crecimiento normativo en el plano ambiental, se expide la Ley 472/1998 como un 
elemento primordial para la defensa de los derechos e intereses colectivos. Las acciones 
populares, son reguladas por la mencionada ley, con el fin de evitar el daño contingente, hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o 
restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible.  
 
Esta misma normatividad en su artículo 4º, establece cuáles son derechos e intereses 
colectivos, relacionando El goce de un ambiente sano, la existencia del equilibrio ecológico y el 
manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo 
sostenible, su conservación, restauración o sustitución, entre otros, aclarando que son derechos e 
intereses colectivos los definidos como tales en la Constitución, las leyes ordinarias y los 
tratados de Derecho Internacional celebrados por Colombia. (Ley 472, 1998). 
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En este orden de ideas, se puede determinar que los derechos enunciados en la Ley 472 de  
1998 en su gran mayoría, están relacionados con la protección del medio ambiente, por tanto, al 
estar diseñadas las acciones populares para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la 
amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a 
su estado anterior cuando fuere posible; se convierten en una garantía eficiente para su defensa y 
conservación. 
 
Las acciones populares fueron incorporadas al ordenamiento jurídico desde hace dos siglos 
aproximadamente, cuando se introdujo en el Código Civil y en la Ley 9/1989, pero solamente 
hasta el año 1991, con la expedición de la Constitución Política, se contemplaron con un rango 
constitucional y de protección a través de las acciones públicas, entre las que se encuentra la 
acción popular, como una expresión del estado social de derecho y la protección a los derechos 
colectivos, en su artículo 88, desarrollado posteriormente en la Ley 472 /1998. 
 
Estas acciones también pueden utilizarse para solicitar indemnización de perjuicios cuando se 
haya ocasionado un daño a un derecho o interés colectivo en favor de la entidad pública culpable 
que lo tenga a su cargo.  Un buen ejemplo es la acción que sobre el Humedal denominado “El 
Burro”, el Consejo de Estado ordenó pagar indemnizaciones por el perjuicio ambiental 
ocasionado y la protección del espacio público por la moralidad administrativa. (Consejo de 
Estado, 2007) 
 
Con el Plan Nacional de Desarrollo del año 1998 al 2002, se habla específicamente la 
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situación de vivienda y crecimiento de las ciudades en Colombia, la importancia del urbanismo 
para la generación de empleo y beneficios para las comunidades desfavorecidas económicamente. 
Se busca garantizar la construcción de ciudad a través de la atención del déficit habitacional, 
abordando integralmente todos los elementos del territorio y proporcionando un entorno urbano 
digno y amable. Se establece el programa de calidad de vida urbana donde finalmente se produjo 
los lineamientos ambientales para la gestión urbano regional en Colombia (PND, 1998-2002). 
 
Durante el periodo 2002-2006, se generó el proyecto Camino hacia un país de propietarios 
con desarrollo sostenible impulsado por el Ministerio de Medio ambiente, vivienda y desarrollo 
territorial donde se fijaron dos políticas principales: Por un lado, la Política Ambiental  fundada 
en la Gestión para la configuración de ciudades sostenibles y por el otro, la Política de Desarrollo 
Territorial que estableció la formulación de la política y lineamientos para temas estratégicos del 
desarrollo territorial Impulso a la asistencia técnica dirigida a municipios y regiones (Ministerio 
de Ambiente, Vivienda y Desarrollo territorial, 2008). 
 
Con la expedición del Decreto Número 1180 de 2003 se determina todo lo concerniente a las 
licencias ambientales y define los conceptos principales para un estudio ambiental:   
Evaluación de riesgo, Impacto ambiental y Medidas de compensación. 
 
Mediante el Decreto 386 del 11 de Noviembre 2008 se adoptaron medidas para recuperar, 
proteger y preservar los humedales, sus zonas de ronda hidráulica y de manejo y preservación 
ambiental, del Distrito Capital, definiendo los elementos naturales, relacionados fuentes hídricas, 
zonas de manejo y protección ambiental. En esta norma, se hace énfasis en la importancia de los 
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humedales por los servicios hidrológicos y ecológicos que prestan, además de señalar que el 
deterioro de tales ecosistemas trae casi siempre como consecuencia desastres naturales que 
afectan a la generalidad de la población. 
 
En el Plan Nacional de Desarrollo del año 2014-2018 promulgado mediante la Ley 1753 del 
09 de Junio de 2015, se establece en su artículo 170 la formulación de una política de 
crecimiento verde a largo plazo en la cual se definirán objetivos enfocados al crecimiento 
económico sostenible, reevaluando los procesos que tengan influencia negativa sobre el medio 
ambiente implementando nuevos mecanismos que incentiven el crecimiento verde.  
 
En su artículo 91 regula la incorporación del suelo rural, suburbano y expansión urbana al 
perímetro urbano en modificación del artículo 47 de la Ley 1537 de 2012, indicando: 
 
“(…) Los predios no podrán colindar ni estar ubicados al interior de áreas de conservación y 
protección ambiental, tales como las áreas del sistema nacional de áreas protegidas, áreas de 
reserva forestal, áreas de manejo especial y áreas de especial importancia ecosistémica, ni en 
áreas que hagan parte del suelo de protección, en los términos de que trata el artículo 35° de la 
Ley 388 de 1997, ni en otras áreas cuyo desarrollo se haya restringido en virtud de la 
concertación ambiental que fundamentó la adopción del plan de ordenamiento vigente (…)”. 
(Ley1537/2012) 
 
Por otra parte la Corte Constitucional en desarrollo del estudio de constitucionalidad de 
preceptos que traen a colación la protección al medio ambiente sano, ha desarrollado un 
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visionario precedente jurisprudencial que enmarca a este bien jurídico como un objeto 
fundamental de protección frente a otro tipo de bienes y situaciones que materializan el nuevo 
pensamiento mundial sobre el desarrollo sustentable.  
 
La Alta Corte, entre tantos pronunciamientos sobre protección al medio ambiente sano, 
expidió la sentencia C-534 de 1996 donde fijó pautas de competencia en virtud del estudio de 
exequibilidad del artículo 61 de la ley 99 de 1993, exponiendo: 
 
“(…) El diseño de políticas, que incluye la imposición de principios y directrices, y la 
reglamentación de su implementación en las entidades territoriales, son competencia del Estado y 
de los municipios respectivamente, sin que por ello puedan entenderse como funciones excluyentes,  
pues el legislador, tal como se ha establecido, en lo relacionado con la preservación y protección 
del medio ambiente, está habilitado para producir normas reguladoras de carácter general, siempre 
que con sus disposiciones no interfiera, obstruya o impida el ejercicio de la competencia 
reglamentaria que, respecto de las mismas, el Constituyente radicó en las corporaciones  de 
elección popular de los municipios. 
 
Se observa que las disposiciones citadas, consignadas en los incisos primero y segundo del 
artículo 61 de la ley 99 de 1993, en nada interfieren con el ejercicio de la facultad que la 
Constitución otorgó a los Concejos de los municipios de Cundinamarca y de Santa Fe de Bogotá, 
para reglamentar los usos del suelo y dictar normas tendientes a la protección de su patrimonio 
ecológico; ellas configuran limitaciones a la autonomía de esa entidades territoriales, legítimamente 
establecidas por el Congreso de la República en ejercicio de su potestad legislativa, para preservar 
el patrimonio ambiental de la Nación, que como tales deberán ser tenidas en cuenta por las 
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corporaciones municipales de elección popular, a la hora de desarrollar las competencias 
reglamentarias que les corresponden (…)”. (Corte Constitucional, C-534/96) 
 
La Corte Constitucional mediante sentencia C – 431 de 2000 se pronuncia sobre la 
inexequibilidad de los parágrafos 6º (parcial) y 7º (parcial) del artículo 1º de la Ley 507 de 1999 
"Por la cual se modifica la Ley 388 de 1997”, por cuanto consagra el silencio administrativo 
positivo como una ventaja para la imposición del plan de ordenamiento territorial por encima de 
la protección al medio ambiente sano y la planificación del desarrollo sostenible. 
 
La defensa del medio ambiente es uno de los pilares de la constitución política de 1991 y del 
actual Estado Social de Derecho, ya que, el ambiente es un patrimonio común de la humanidad y 
que su protección asegura la supervivencia de las generaciones presentes y futuras, pero a pesar 
de que este principio no debe desaparecer de la óptica del legislador, es también evidente la 
necesidad de generar mecanismos de celeridad y eficiencia en la consecución de los fines del 
Estado, por tanto, la aplicación del silencio positivo es ineludiblemente viable, surgiendo de esta 
manera un conflicto jurídico entre la conservación del ambiente sano como presupuesto de vida y 
de desarrollo sostenible, y el de eficacia de la función pública. 
 
Empero, bajo el argumento de celeridad y eficiencia no se puede pasar por alto que la 
administración debe cumplir sus funciones en coordinación con los fines del Estado, siendo uno 
de ellos el efectivo control  ambiental, observándose como otra alternativa para conservar la 
esencia de la administración, la ejecución de otro tipo de medidas legales que le pueden ayudar a 
corregir y tramitar los planes de ordenamiento territorial, más no se puede arriesgar el Estado a 
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producir desastres ambientales irreversibles por darle prioridad a un tema procesal. 
 
En consecuencia, se declaró Inexequible las expresiones “"Vencido el término anterior, se 
entiende concertado y aprobado el Proyecto del Plan de Ordenamiento por parte de las 
autoridades ambientales competentes" y "En todos los casos en que las autoridades ambientales 
no se pronuncien dentro de los términos fijados en el presente parágrafo, operará el silencio 
administrativo positivo a favor de los municipios y distritos", establecidas en la ley 507 de 1999 
(Corte constitucional, C – 431/2000). 
 
En Sentencia C-443/09 Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio Sierra Porto, la Corte 
Constitucional expone que a pesar de que en el ordenamiento constitucional este derecho tiene el 
carácter de un derecho colectivo esta naturaleza no excluye la aplicación del principio de 
progresividad, debido a que precisamente el Protocolo de San Salvador, en su artículo 1.1, señala 
la obligación de los Estados partes de adoptar las medidas necesarias hasta el máximo de los 
recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, 
y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se 
reconocen en dicho protocolo.  
 
Se puede afirmar entonces que la Constitución traza lineamientos claros en relación con la 
protección al medio ambiente: el aprovechamiento de los recursos naturales no puede generar un 
daño o deterioro que atente contra su diversidad e integridad. Así, los principios de desarrollo 
sostenible, conservación, restauración y sustitución hacen parte de las garantías contenidas en la 
Constitución para que las actividades económicas se desarrollen en armonía y no a costa o en 
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perjuicio de la naturaleza. 
 
El derecho constitucional al medio ambiente sano es derecho fundamental que no ha tenido la 
mayor relevancia jurídica en el sistema normativo colombiano, pero que ha sido motivo de 
importantes pronunciamientos por parte de las altas Cortes. La constitución lo consagra como un 
principio básico frente a los derechos económicos, pero su forma de protección es ineficaz en 
relación con la importancia que este derecho tiene cuando sufre vulneración por parte de los 
sujetos que ejercen el derecho a la propiedad privada. (Corte Constitucional, C-443/09) 
 
En Colombia se establece la libertad en actividades económicas y en iniciativas privadas, pero 
esta debe estar enmarcada dentro de los límites de bien común. El Estado debe aplicar la 
normatividad constitucional e internacional para proteger el medio ambiente sano de cualquier 
abuso de empresas que hagan posición dominante en la explotación de recursos naturales. 
 
La vulneración del principio del derecho al medio ambiente sano violenta de una manera 
directa el ejercicio de otro tipo de derechos fundamentales que pueden afectar la libertad y la 
dignidad del hombre. Por tanto, la ineficacia del Estado en la imposición de sanciones a los 
agentes contaminantes genera una importante problemática social que desencadena una crisis 
ambiental difícil de enmendar. 
 
Este tipo de consecuencias, se reducirían si existiría mayor observancia sobre la normatividad 
internacional ratificada por Colombia, evitando la vulneración de derechos constitucionales que 
reafirman la importancia del bloque de constitucionalidad. Es por ello, que la normatividad 
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interna existente para controlar el tema del deterioro ambiental es insuficiente y la acción del 
Estado para obligar a su cumplimiento es ineficaz, debido a omisión del cumplimiento de los 
lineamientos internacionales que enfocan el desarrollo mundial hacia el desarrollo sostenible, 
permitiendo el abuso de la producción económica y tolerando la violación de derechos de los 
ciudadanos colombianos. 
 
En el caso que atañe al medio ambiente vs urbanismo, la Corte se refirió a este tipo de 
conflictos en la sentencia C- 165-15, sentencia en la cual se demanda el artículo 2 de la Ley 1469 
de 2011 por cambiar el uso del suelo rural para la ejecución de macroproyectos de interés social 
nacional trasladando la problemática de las grandes urbes a las zonas de protección ecológica.  
 
En esta oportunidad, el problema jurídico planteado por la Corte, era definir si el legislador 
vulneró los deberes estatales de (i) protección de las riquezas naturales, de (ii) preservación de la 
diversidad e integridad del ambientes, y de (iii) amparo especial a la producción de alimentos en 
virtud de lo establecido en los artículos 8, 65, 79 y 334 constitucionales, al admitir la 
implementación de macroproyectos de interés social nacional en suelo rural, lo cual supondría, la 
permisión de operaciones urbanas integrales para la construcción en vivienda y otros usos 
asociados relacionados con infraestructura de soporte para el sistema vial, el transporte, la 
prestación de servicios públicos, la adecuación de espacios públicos y equipamientos colectivos 
en suelo rural (C-165 de 2015), teniendo en cuenta que la vocación, el uso y la destinación de 
este tipo de suelo tiene un régimen restrictivo. 
 
La Corte de manera motiva, sustenta que una de las mayores falencias en la expedición de 
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normas relacionadas con proyectos de desarrollo económico que puede llegar a poner en riesgo 
los ecosistemas, es el déficit de suelo disponible para desarrollar soluciones de vivienda en 
general, razón por la cual se han expedido normas y políticas públicas de urbanización donde se 
busca desplegar las actividades de las urbes sin afectar en mayor medida la zona rural.  
 
Es importante aclarar las diferentes clases de zona rural tal como lo expone el demandante, ya 
que, puede existir suelo rural por razones de oportunidad y otro por destinaciones agrícolas, 
explotación de recursos y actividades análogas, por tanto, en la ley 388 de 1997 se identifica la 
categoría de suelo suburbano en cuanto se hace referencia a los corredores urbanos 
interregionales donde se realizan actividades urbanas sin incorporación al perímetro urbano. Por 
tanto, el desarrollo en este territorio rural no debe verse como una vulneración al medio ambiente 
sino como una oportunidad para los campesinos de acceder a una vivienda digna en condiciones 
de seguridad jurídica, disponibilidad, sostenibilidad, habitabilidad, asequibilidad, adecuación 
espacial y adecuación cultural. Sin embargo, el Estado en pro de dar cabal cumplimiento a los 
convenios internacionales y a la jurisprudencial nacional, no puede aplicar macropoyectos sin 
ofrecer soluciones inmediatas respecto a garantizar el mismo grado de cumplimiento para los 
titulares del derecho, asegurar la participación de los afectados, proteger a las personas en 
debilidad manifiesta y no efectuar retrocesos en la materialización del derecho. 
 
“(…) Las soluciones macro de vivienda en suelos rurales están pensadas, sin embargo, no solo 
para quienes viven en zona rural pero derivan su sustento de actividades desarrolladas en áreas 
urbanas, o tienen formas de vida eminente o típicamente asociadas a la urbe, sino también para 
quienes viven en suelo rural y derivan su sustento del trabajo campesino y, en especial, de la 
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producción de alimentos. Los MISN que se construyan en suelo rural para asegurar soluciones de 
vivienda digna a los hogares conformados por estas personas, no pueden entonces suponer la 
introducción de rupturas radicales e irreversibles con sus formas de vida, cuando estas se 
encuentran objetiva y estrechamente vinculadas a la producción campesina de alimentos, pues 
hacerlo resultaría incompatible con los estatuido expresamente en el artículo 65 de la 
Constitución Política (…)” (Corte Constitucional, C - 165/15).   
 
De igual forma se considera que la implementación de macroproyectos de interés social 
nacional genera una alerta sobre la situación ambiental para promover su cuidado y prevención 
de explotación indiscriminada, por lo tanto, el Estado genera constantemente mecanismos de 
protección de los aspectos ambientales de la zona rural siendo la norma clara en la fijación de 
limites previsible en su desarrollo. 
 
A pesar de que la norma demandada no sea del todo contraria a la constitución, se considera 
que la libertad que puede generar su interpretación podría traer nefastas consecuencias en la 
producción de alimentos y un impacto negativo sobre la vida campesina, obligando al cambio  
del medio en el que se desarrollan los sujetos. Por tanto, la norma demandada se declara 
exequible parcialmente en el sentido de que los macroproyectos deben adaptarse a las formas de 
vida campesina estableciendo la prohibición de desarrollo en el sistema nacional de áreas 
protegidas.  
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Naturaleza del Derecho al Desarrollo Urbano 
  
 La Agenda de las Naciones Unidas (2015) establece como objetivo No. 11 del desarrollo 
sostenible: “Lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes3 
y sostenibles”; entendiéndose en este caso, que el objetivo apunta al desarrollo de ciudad 
ecológico y digno que permita la adecuada adaptación del hombre a su entorno natural en 
condiciones de avance económico global proyectándose hacia un futuro sustentable. 
 
 Es por tanto una problemática mundial, que las ciudades sufran de congestión, falta de 
fondos para prestar servicios básicos, la escasez de vivienda adecuada y el deterioro de la 
infraestructura, debido al acelerado crecimiento de la urbanización que afecta la administración 
de las aguas residuales, la salud pública y la conservación de adecuados medios de vida.  
 
 Por ello, se fijaron como metas para el adecuado desarrollo sostenible, asegurar el acceso 
de todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles y mejorar 
los barrios marginales; aumentar la urbanización inclusiva y sostenible y la capacidad para una 
planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos en 
todos los países; aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos humanos que 
adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el uso 
eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
                                                 
3 Hernández B., Marcello (2009). La resilencia de los ecosistemas, clave del desarrollo sostenible. Revista Éxito 
Empresarial No. 99. P. 1“…La Resilencia de los ecosistemas es la capacidad de un ecosistema de recuperarse de un 
disturbio o de resistir presiones en curso. Se refiere a los complejos procesos físicos y ciclos biogeoquímicos 
regenerativos que realizan los componentes bióticos y abióticos de un ecosistema como respuesta para recuperar su 
estado anterior al efecto producido por el factor externo, y en esa medida tener al equilibrio…”. 
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ante los desastres, y desarrollar y poner en práctica, en consonancia con el Marco de Sendai para 
la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030, la gestión integral de los riesgos de desastre a 
todos los niveles (Naciones Unidas, 2015). 
 
El desarrollo de la ciudades, genera una tendencia a la afectación directa a comunidades, por 
tanto, se considera que “desarrollo urbanístico” es un derecho de carácter colectivo, que fue 
considerado como objeto de estudio dentro del desarrollo sostenible por la cumbre de Estados 
convocada para la fijación de la agenda de desarrollo sostenible y que actualmente ocupa un  
espacio fundamental en las políticas internas de cada Estado.  
 
Al hablar de derechos humanos de carácter colectivo usualmente se restringe el debate al 
derecho al medio ambiente. Sin embargo, existe una serie de derechos cuyo reconocimiento 
como tales se encuentra en construcción, como es el caso del adecuado ordenamiento urbanístico 
de la ciudad, el espacio público y la participación en plusvalía. Se requiere entonces un proceso 
investigativo a fin de proponer las reglas que permitan someter a juicio el debate (Pineda, 2009). 
 
Debe tenerse en cuenta que hoy la propiedad, además de ser un derecho humano es una 
función social que implica obligaciones. De otro lado, debe plantearse el estudio del adecuado 
ordenamiento urbanístico de la ciudad como derecho humano de carácter colectivo (tercera 
generación) que constituye una función pública y se fundamenta en el principio de la función 
social y ecológica de la propiedad. 
 
El urbanismo en Colombia puede entenderse como el concepto que hace referencia a la 
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planeación y desarrollo de la ciudad, la acción urbanística es la manifestación de la 
administración en acto administrativos que planifican el desarrollo del a ciudad, la actuación 
urbanística es la aplicación de políticas de desarrollo urbano conforma al marco normativo 
mientras que la urbanización es una de las formas de actuación urbanística en cuanto a la 
adaptación de un predio para un servicio urbano (Pineda, 2009). 
 
Análisis legal y jurisprudencial del derecho al desarrollo urbano en Colombia 
 
La Constitución Política de 1991 establece garantías y protecciones tanto individuales como 
colectivas, proporcionando premisas jurídicas que por factor de conexidad puede establecer su 
grado de protección y obligatorio cumplimiento por parte del agente generador del conflicto.  
 
El Artículo 58 de CP establece que: “(…) Se garantiza la propiedad privada y los demás 
derechos adquiridos con arreglo a las leyes civiles, los cuales no pueden ser desconocidos ni 
vulnerados por leyes posteriores (…)”. Por tanto, no solamente el derecho al medio ambiente 
llama la atención en el momento de invocar garantías para su cumplimiento, la propiedad privada 
en el actual Estado social de Derecho desarrolla un papel importante en la fijación de derechos 
contemporáneos que han surgido con el avance de la globalización.  
 
En el caso concreto, la propiedad y los derechos adquiridos son parte dentro de la disputa de 
derechos que abarca la declaración de la Reserva Natural Thomas Van Der Hammen como una 
Reserva Forestal Productora Regional Norte, toda vez que, antes de que fuese otorgado dicho 
título o característica especial a esta zona, varios ciudadanos dentro de los lineamientos legales 
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adquirieron predios o se instalaron sea para alguna actividad económica o por simple apropiación 
de un bien mediante la adjudicación de licencias de construcción que gozan de validez. 
 
Lo anterior desencadenó una seria de demandas contra el distrito y una controversia jurídica 
que ahora pone sobre la mesa el debate de la construcción y la urbanización en terrenos propios 
de la reserva y la definición de los derechos adquiridos de quienes ejercieron con libertad la 
propiedad privada, ya que, a pesar de que esta contiene una función social basada en que la 
propiedad sea compatible con los intereses públicos, el Estado también se le indilga un tipo de 
limitación creada como una especie de garantía conocida como los derechos adquiridos donde no 
se puede desmejorar a los propietarios, disminuyendo sus derechos ya previamente adquiridos. 
 
En cuanto a la normatividad que le regula, el Estado actúa bajo los parámetros de la Ley 9 de 
1989, ley 388 de 1997, ley 810 de 2003 y ley 902 de 2004, teniendo siempre presente los 
lineamientos dados en la carta mundial por el derecho a la ciudad4, El ordenamiento territorial se 
desarrolla a través del Plan de Ordenamiento Territorial regulando las acciones urbanísticas que 
establecen el uso del suelo y la administración de dichos procesos. De igual forma, las acciones 
urbanísticas se ejecutan mediante normas urbanísticas estructurales, normas urbanísticas 
generales y normas complementarias; las cuales le competen al municipio donde se puede ejercer 
mediante los propietarios, el Estado o por asociaciones de carácter mixto entre sector público y 
                                                 
4 CARTA MUNDIAL POR EL DERECHO A LA CIUDAD. Barcelona. Año 2005. “2.2. Los espacios y bienes 
públicos y privados de la ciudad y de los(as) ciudadanos(as) deben ser utilizados priorizando el interés social, 
cultural y ambiental. Todos los(as) ciudadanos(as) tienen derecho a participar en la propiedad del territorio urbano 
dentro de parámetros democráticos, de justicia social y de condiciones ambientales sustentables. En la formulación 
e implementación de las políticas urbanas se debe promover el uso socialmente justo y ambientalmente equilibrado 
del espacio y el suelo urbano, en condiciones seguras y con equidad entre los géneros”. 
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privado (Pineda, 2009). 
 
El Decreto nacional 1077 de 2015 artículo 2.2.6.1.1.1. Modificado por el artículo 2° del 
Decreto nacional 2218 de 2015: 
 
“(…)"ARTÍCULO 2.2.6.1.1.1. Licencia urbanística. Es la autorización previa para adelantar 
obras de urbanización y parcelación de predios, de construcción y demolición de edificaciones, de 
intervención y ocupación del espacio público, y para realizar el loteo o subdivisión de predios,  
expedida por el curador urbano o la autoridad municipal competente, en cumplimiento de las 
normas urbanísticas y de edificación adoptadas en el Plan de Ordenamiento Territorial, en los  
instrumentos que lo desarrollen o complementen, en los Planes Especiales de Manejo y Protección 
(PEMP) y en las leyes y demás disposiciones expida Gobierno Nacional. 
 
La expedición de la licencia urbanística implica la certificación del cumplimiento de las normas 
y demás reglamentaciones en que se fundamenta y conlleva la autorización específica  sobre uso y 
aprovechamiento del suelo (…) (Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, Decreto 1077/15). 
 
Que el Decreto 1077 del 26 de mayo de  2015 en concordancia con el artículo 182 del 
decreto ley 19 de 2012, expone: 
 
“(…) ARTICULO 2.2.6.1.2.3.3 Efectos de la licencia. De conformidad con lo dispuesto en el 
literal a) del artículo 5° del Decreto-ley 151 de 1998, el otorgamiento de la licencia determinará la 
adquisición de los derechos de construcción y desarrollo, ya sea parcelando, urbanizando o 
construyendo en los predios objeto de la misma en los términos y condiciones expresados en la 
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respectiva licencia. La expedición de licencias no conlleva pronunciamiento alguno acerca de la 
titularidad de derechos reales ni de la posesión sobre el inmueble o inmuebles objeto de ella. Las 
licencias recaen sobre uno o más predios y/o inmuebles y producen todos sus efectos aún cuando 
sean enajenados. Para el efecto, se tendrá por titular de la licencia, a quien esté registrado como 
propietario en el certificado de tradición y libertad del predio o inmueble, o al poseedor solicitante 
en los casos de licencia de construcción. En el caso que el predio objeto de la licencia sea 
enajenado, no se requerirá adelantar ningún trámite de actualización del titular. No obstante, si el 
nuevo propietario así lo solicitare, dicha actuación no generará expensa a favor del curador urbano 
(…)” (Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, Decreto 1077/15). 
 
Sin embargo, a pesar de que la Constitución garantice la propiedad privada como uno de los 
pilares del desarrollo económico Estatal, no se puede olvidar la función social de la misma, la 
cual ha sido delimitada por la jurisprudencia exponiendo 3 casos básicos en el estudio de los  
derechos adquiridos: 
 
1. Licencias urbanísticas vigentes. Derecho adquirido ya que el titular de la licencia 
urbanística está autorizado para adelantar las obras aprobadas en el acto administrativo, así 
posteriormente se modifique el régimen normativo que le dio sustento, lo anterior, salvo 
que el titular de manera voluntaria se acoja a la nueva norma en consideración al principio 
de favorabilidad.  
2. Licencias urbanísticas vencidas pero ejecutadas. Derechos adquiridos, situación 
consolidada. Salvo situaciones de interés general, se deberán respetar las situaciones 
consolidadas en las mimas condiciones y cualquier modificación de la licencia urbanística 
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que se solicite se deberá decidir con base en la norma que le dio sustento.  
3. Las licencias urbanísticas vencidas y no ejecutadas. El titular pierde su derecho y por lo 
tanto, al no haberse consolidado, cualquier nueva intervención deberá estar autorizada en 
una nueva licencia urbanística que tendrá como fundamento la norma vigente al momento 
de la radicación en legal y debida forma. (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2016. Pág.14) 
 
En sentencia C- 295 de 1993. La Corte Constitucional dejo claro que las regulaciones 
urbanísticas cumplen una función social y ecológica, pues tienen como propósito la ordenación y 
planificación del desarrollo urbano y el crecimiento armónico de las ciudades, con el fin de 
garantizar una vida adecuada a las personas que las habitan, teniendo en cuenta no sólo los 
derechos individuales sino también los intereses colectivos en relación con el entorno urbano. Y 
es por ello que se regula la propiedad horizontal, se establecen normas que reglamentan la 
construcción de viviendas señalando el volumen y altura de los edificios, imponiendo la 
obligación de dejar espacio suficiente entre un edificio y otro, la de construir determinadas zonas 
para jardines, parques, áreas verdes, calles peatonales, vías de acceso a las viviendas, etc., con el 
fin de lograr la mejor utilización del espacio habitable, para beneficio de la comunidad. 
 
“(…) La propiedad, en tanto que función social, puede ser limitada por el legislador, siempre y 
cuando tal limitación se cumpla en interés público o beneficio general de la comunidad, como, por 
ejemplo, por razones de salubridad, urbanismo, conservación ambiental, seguridad etc; el interés 
individual del propietario debe ceder, en estos casos, ante el interés social (…)”. (Corte 
Constitucional, C- 295/93). 
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Los actos que autorizan el desarrollo de un predio se encuentran sujetos a las disposiciones 
contenidas en los Planes de Ordenamiento Territorial, que para el presente caso se comprenden 
en el Decreto Distrital 364 de 2013, mediante el cual se modificó excepcionalmente las normas 
urbanísticas del POT de Bogotá, correspondiendo al instrumento básico para desarrollar el 
ordenamiento del territorio del Distrito Capital, con el fin de orientar y administrar su desarrollo 
físico y puntualmente la utilización del suelo, cuyo contenido está ligado directamente a 
derechos colectivos, incluso de rango constitucional (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2016). 
 
Para el Ministerio de Medio Ambiente Colombiano, la consolidación del llamado proyecto 
ambiental urbano más ambicioso de Latinoamérica es la materialización del artículo 80 de la CP 
que establece el deber que tiene el Estado de planificar el manejo y aprovechamiento de los 
recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o 
sustitución y prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental. Esto se ve reforzado en la 
medida que la ley general de medio ambiente (ley 99 de 1993) en su artículo 61, estableció una 
protección especial para la Sabana de Bogotá, al declarar sus páramos, aguas, valles aledaños, 
cerros circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico nación, cuya destinación 
prioritaria será la agropecuaria y forestal (Ministerio de Medio Ambiente, 2016). 
 
Respecto a la urbanización en la Reserva Forestal Thomas Van Der Hammen, se puede aclarar 
que a pesar de que el Ministerio de Medio Ambiente y desarrollo Sostenible niega haber recibido 
solicitud alguna de construcción por parte de la Alcaldía, es un hecho notorio el deseo de la 
Administración de acceder a las zonas permitidas para construcción de vivienda con fines de 
ejecutar proyectos de vivienda de interés social. (Ministerio de Medio Ambiente, 2016. Pág. 6) 
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Respecto a los derechos adquiridos, todavía no ha se destinado recursos para la adquisición de 
predios en la reserva; sin embargo, se sabe que el Distrito en la anterior administración (Gustavo 
Petro) destinó dineros para este objeto, pero no se tiene conocimiento claro del alcance de los 
mismos. No obstante, el Distrito Capital expidió las resoluciones 187 y 835 de 2015, mediante 
las cuales declara de utilidad pública zonas de terreno de los predios ubicados en la reserva 
forestal, cuyas particularidades son las siguientes: Resolución 187 de 01 de abril de 2015 
Mediante la cual se acota, se anuncia y se declara de utilidad pública las zonas de terreno de los 
predios requeridos para el fortalecimiento, preservación, protección y restauración de la Reserva 
Forestal  Thomas Van Der Hammen, a efectos de garantizar los objetivos de conectividad 
hídrica con la quebrada La Salitrosa, el humedal La Conejera y el rio Bogotá. Principales 
criterios para definir las áreas importantes de adquisición respecto al agua, como eje articulador 
(CAR, 2016. Pág. 11). 
 
Que mediante la Resolución 835 del 24 de junio de 2015 se declaró de utilidad pública e 
interés social áreas de terreno prioritarias para consolidar la conectividad ecológica, protección y 
restauración de los valores ambientales entre los cerros orientales, el área de la Reserva Forestal 
Regional Productora del Norte de Bogotá “Thomas Van Der Hammen” y el rio Bogotá y se 
adoptan otras determinantes. La extensión del área declarada como de utilidad pública, respecto 
a la reserva corresponde a 1168.76 ha. El área definida anteriormente resulta de excluir del total 
de la reserva (1395.16 has): a. Un área de 160.43 ha. que corresponde a usos preexistentes a la 
declaratoria de la reserva, destinados a: dotacional (136.79 has.), residencial (20.30 has.), y 
comercial y servicios (3.34 has.); los cuales se encuentran en la zona de uso sostenible. b. Un 
área de 65.97 has. que corresponde al área priorizada para adelantar el proceso de adquisición 
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predial por parte de la Empresa de Acueducto de Bogotá. (Resolución 187 de 2015). Por otro 
lado, la resolución también declara otros terrenos como de utilidad pública que corresponde a: * 
Un área de 59.55 has que corresponde a los polígonos 2B, 2C, 2C, 6 y 7 que hacen parte de las 
zonas aledañas del humedal Torca-Guaymaral y al polígono de la reserva ubicado en Usaquén. 
  
En relación a solicitudes o permisos ambientales para la construcción de viviendas en la 
reserva forestal, la Corporación Autónoma Regional no ha recibido ningún requerimiento al 
respecto. Sin embargo, el Distrito Capital, en la anterior administración, sí solicitó un permiso 
ambiental para el proyecto vial Avenida San José, a desarrollarse en la zona sur de la reserva 
cerca al nacimiento de la quebrada La Salitrosa; el concepto emitido por la Corporación al 
respecto fue desfavorable (CAR, 2016. Pág. 12). 
 
Ante el panorama descrito se observan dos derechos de afectación colectiva que tiene una 
fuerte incidencia en el crecimiento de la ciudad de Bogotá y los municipios aledaños, el derecho 
al medio ambiente sano y el derecho al desarrollo urbano, ya que, la expansión de la ciudad es 
inminente y la generación de limitaciones a este desarrollo implica la vulneración de derechos 
fundamentales como la vida digna y la vivienda. Sin embargo, a pesar de afectar directamente la 
comunidad con la obstrucción del avance de la infraestructura urbana, también surge el derecho 
al medio ambiente sano, el cual es prioridad para el derecho a la vida y la salud de los 
ciudadanos.  
  
El desarrollo urbanístico es una exigencia que no radica únicamente en los intereses del 
capital privado, es una necesidad social que permite abrir paso a la evolución social y económica 
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del Distrito, independientemente de ser un tema discutido por los entes internacionales y objeto 
de movimientos sustentables que le ubican como una necesidad básica de toda comunidad.   
 
Tensión Socio Jurídica: Ponderación de Derechos Colectivos 
 
La configuración del Estado Social de Derecho y su apreciación normativa, denota el 
ejercicio de derechos que buscan el desarrollo del hombre en condiciones dignas e igualitarias 
que en ocasiones pueden verse afectadas por el ejercicio de derechos de otro sujeto, por tanto, la 
premisa de respetar derechos ajenos sin abusar de los propios, permitió que en la Carta Magna se 
establecieran las pautas fundamentales para una convivencia sana mediante el ejercicio razonable 
de los derechos. 
 
Se considera que un derecho entra en colisión con otro, cuando la efectividad de uno de estos 
se ve amenazada por el ejercicio de otro, por tanto, se hace necesaria la armonización de los 
preceptos jurídicos inmiscuidos mediante la interpretación jurídica, la cual puede ser 
materializada en la aplicación de una ponderación que resuelva dicha restricción de bienes 
jurídicos y marque el camino a seguir en cuanto a la prevalencia de una norma constitucional 
sobre otra (Corte Constitucional, T-425/95).  
 
La teoría de la ponderación en la colisión de derechos fundamentales, ha sido desarrollada en 
Colombia por la Corte Constitucional a lo largo de su extensa jurisprudencia, no sólo frente a 
temas de derechos fundamentales, sino en conflictos que van más allá de una conexión de estos, 
con otro tipo de derechos que se posesionan de acuerdo a las exigencias de la sociedad actual. La 
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ponderación de igual forma, ha sido objeto de estudio de grandes teóricos, que hoy permiten 
afianzar herramientas eficaces para la práctica de la teoría jurídica vs la realidad de un Estado 
Social de Derecho.   
 
Una de las teorías que sostiene la relevancia del principio de la ponderación y su aplicación 
en el Estado actual, es la sustentada por Robert Alexy en su obra La Teoría de los Derechos 
Fundamentales (Alexy, 1993) mediante la cual, se parte desde una distinción entre reglas y 
principios, definiendo estos últimos como mandatos de optimización que requieren una 
realización en la mayor brevedad posible.  Para Alexy, una de las problemáticas actuales del 
derecho, se fundamenta en la expansión de los derechos constitucionales que estructuralmente 
poseen un contenido similar a los principios, por tanto son relacionados de manera continua con 
el principio de ponderación (Alexy, 2009). 
 
El autor, considera que la ponderación es una forma específica para la aplicación de los 
principios, que tiende a ser regida por la discrecionalidad de quien tiene en sus manos la potestad 
de decidir sobre una colisión de derechos; sin embargo, para efectos de evitar que la aplicación 
de la subjetividad pueda entorpecer el ejercicio de ponderación, se considera que debe 
establecerse un modelo de fundamentación donde se obtenga como resultado un enunciado de 
preferencia condicionada, obtenido mediante un proceso psíquico5 fundamentado (Alexy, 1993).  
                                                 
5 Con respecto al proceso psíquico, Alexy expone: “Una ponderación es racional si el enunciado de preferencia al 
que conduce puede ser fundamentado racionalmente. De esta manera, el problema de la racionalidad de la 
ponderación conduce a la cuestión de la posibilidad de la fundamentación racional de enunciados que establecen 
preferencias condicionadas entre valores o principios opuestos. ALEXY, Robert. (1993) “Teoría de los Derechos 
Fundamentales”. Centros de Estudios Constitucionales. Madrid. España. Consultado en 
http://www.iedf.org.mx/sites/ DDHH/publicaciones/01.pdf 
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El principio de proporcionalidad es una forma de optimización de derechos regido por tres 
subprincipios, que buscan por una parte, la optimización de posibilidades fácticas, como lo son el 
principio de idoneidad y el principio de necesidad, y por otra parte, la optimización de 
posibilidades jurídicas mediante el principio de proporcionalidad en sentido estricto, esto es, la 
materialización de la ponderación (Alexy, 2016). 
 
La primera regla de la ponderación (material) establece que “cuanto mayor sea el grado de la 
falta de satisfacción o de la afectación de un principio, tanto mayor tiene que ser la importancia 
de la afectación del otro” (Alexy, 2016);  por tanto, la convivencia de principios, puede generar 
en su ejercicio conflictos que solamente pueden ser dirimidos mediante la evaluación del peso 
respecto al nivel de satisfacción social. Esto se debe a que la satisfacción de un principio solo es 
posible al colisionar con otro, situación que es visible al legislador en caso concretos siendo 
procedente la ponderación mediante una fórmula especifica que representa el peso argumentativo 
que posee en su contenido.  
 
Existe una segunda regla (epistémica) que refiere a “cuanto más intensa sea una intervención 
en un derecho fundamental, tanto mayor debe ser la certeza de las premisas que sustentan la 
intervención” (Alexy, 2016); por tanto, la ponderación establece sus variables sobre el grado de 
intensidad en la afectación de un derecho sobre otro, siendo consecuente que la intensidad de la 
interferencia que pueda estar ocasionando la colisión, debe tener un fundamento verosímil, que 
permita el debate mediante una argumentación que exprese su esencia de manera comprensible.   
 
Los principios formales deben ser optimizados mediante decisiones jurídicas expresadas en 
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normas debidamente aprobadas con un contenido social eficaz, en donde la discrecionalidad 
legislativa puede limitarse en un proceso de ponderación de acuerdo al modelo implementado 
para la medición de la intensidad de afectación o el peso otorgado a cada uno de los derechos.  
Uno de los modelos estudiados en la obra de Alexy (2016) es el material-formal donde se analiza 
la colisión de un principio formal como lo es la seguridad jurídica, frente a un principio material 
como lo es la justicia, resaltando que la primacía de un principio sobre otro puede generar un 
percepción inconstitucional de vulneración de algún tipo de derecho fundamental.  
 
Un modelo combinado de ponderación enfoca la colisión entre el principio formal y el 
material hacia el interés comunitario, generando una relación entre los principios mencionados y 
un principio de derecho fundamental que prima facie confiere derechos de tipo individual. 
Finalmente, el modelo epistémico requiere un análisis exhaustivo de los derechos fundamentales 
basados en premisas ciertas que evidencien su optimización con argumentos sólidos y 
verdaderos6. 
 
Por tanto, en el momento de resolver un conflicto de principios por medio de alguno de los 
métodos de ponderación, se debe partir desde una amplia visión de principios que no requiere 
una jerarquización por orden de relevancia social, ya que, cada caso en concreto puede otorgar al 
mismo principio diferente peso en su formulación (Ruiz, 2007). Es aquí donde surge la figura de 
la discrecionalidad material como definición en la selección de medios, en la fijación de fines y 
                                                 
6 Alexy en comento del modelo epistémico, agrega: “Si el valor epistémico de una asunción empírica es fiable, el 
principio de los derechos fundamentales al cual esta clasificación favorece tiene precedencia por sobre el principio 
formal” ALEXY, Robert. (2016) “Principios formales. Algunas respuestas a los críticos”  Libro Ponderación y 
discrecionalidad. Universidad Externado de Colombia. Editor Jorge A. Portocarreño Quispe. Serie de Teoría Jurídica 
y Filosofía del Derecho No. 76. ISBN: 9789587724912. Bogotá. Colombia 
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en la ponderación de principios, extrapolando el deber ser de lo que no ha sido regulado por una 
norma y que requiere observación (Alexy, 2016). 
 
La discrecionalidad epistémica se aplica a otro tipo de situaciones en las cuales existen 
normas y premisas concretas con un margen de incertidumbre en su valor y aplicación, motivo 
por el cual, Alexy considera que lo ideal sería limitar la discrecionalidad casi hasta su 
desaparición con la formulación de principios formales que se fundamenten en premisas ciertas 
en sus totalidad, con el fin de eliminar todo manto de duda sobre su prioridad en la 
argumentación de una ponderación (Alexy, 1989).  
 
En la producción del documento La Teoría del Discurso de Robert Alexy (Carbonell, 2010, 
Pág. 168) se determina como la aplicación de la teoría del discurso creada por Alexy y 
complementada con la teoría de Habermas, es una herramienta eficaz para afrontar las 
antinomias jurídicas que surgen con la aplicación de preceptos en la vida cotidiana. La 
clasificación de normas y su interpretación junto a la observación de la realidad, son el camino 
correcto para la auténtica producción de derecho.  
 
El debate existente respecto a la técnica de la lógica jurídica, la argumentación y la 
interpretación del derecho, alcanza preponderancia en la práctica judicial debido a los constantes 
conflictos de intereses que entran en juego cuando dos principios evidencian una realidad social. 
La aplicación de principios y de herramientas legales que permitan dirimir la contienda son 
punto de observación respecto a su pertinencia en la aplicación de cada caso, razón por la cual, 
se considera que la ponderación es un mecanismo idóneo que permite extraer soluciones de tipo 
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regulatorio.   
 
Las decisiones tomadas en ponderación deben estar compuestas por una estructura racional 
que les haga válidas y creíbles, emitiéndose reglas con observancia de la autonomía y de la 
igualdad. Es así, como en un proceso de ponderación se establece la jerarquía normativa respecto 
del peso que puede tener cada principio frente a una situación específica, para ello se debe 
indagar por los derechos fundamentales en conflicto, determinar las condiciones jerárquicas de 
los mismos y por último, estudiar las consecuencias y el grado de perjuicio (ley de sopesamiento) 
(Carbonell, 2010, Pág. 254). 
 
Ante un conflicto de intereses de carácter colectivo, la herramienta pertinente es la 
ponderación mediante la racionalización y valoración de argumentos que extraigan el fin 
perseguido en la jurisprudencia, en argumentos empíricos y hasta en la misma doctrina. La 
idoneidad del fundamento de cada valoración cobra fuerza en virtud de las concepciones del 
operador del sistema y la teoría del discurso fundamentada en la razón.    
 
Por tanto, en aplicación de una ponderación de bienes jurídicos de carácter colectivo, el 
debate mediante argumentos razonables traería consecuencias positivas, puesto que se 
encuentran presentes intereses generales que pretenden cumplir expectativas generalizadas de 
comportamiento, los cuales deben recoger el común acuerdo de todos los intervienes en virtud de 
su experiencia (Carbonell, 2010, Pág. 197).   
 
En el estudio de la teoría de la ponderación, proporcionalidad y derecho administrativo  
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(Arroyo, 2009), se expone que la distinción entre reglas y principios son una categorización 
clásica en términos de argumentación jurídica, sin embargo, la inaplicabilidad de una regla puede 
tener repercusión directa en la eficacia de un principio, situación que conlleva a la aplicación de 
“relaciones de preferencia”, que genera un puente entre la ponderación y la proporcionalidad en 
caso de conflicto normativo. 
 
En ese sentido, la posición del operador del sistema no debe afectar la argumentación en 
temas de ponderación, ya que, los resultados obtenidos de esta deben ser de obligatorio 
cumplimiento para el primero. La ponderación por su parte se encuentra vinculada con el 
principio de proporcionalidad, que en caso de conflicto de intereses colectivos, debe tenerse en 
cuenta el nivel de limitación de un derecho fundamental, determinarse los intereses perseguidos 
con la regulación en conflicto y analizarse las razones para justificar la medida restrictiva 
(Arroyo,2009, Pág. 12). 
 
Es así, como las valoraciones respecto a principios que se encuentran en contienda, deben 
partir de relaciones de preferencia, las cuales se presentan como un indicador que determina el 
bien jurídico más atractivo para la comunidad y actúan como un tipo de regla mediante la cual se 
debe vincular el interés general estipulando las excepciones del caso, siendo esta la forma de 
generar peso en la argumentación de su esencia. Dichas reglas, pueden ser creadas por el 
operador en virtud del papel que desempeñe en el sistema, siendo una herramienta de 
racionalización de las ponderaciones, que legitima de esta forma, a la institucionalidad, a la vez 
que brinda seguridad jurídica. 
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La conducencia de la ponderación a la proporcionalidad es un proceso necesario en la 
solución de conflictos normativos, ya que la ponderación actúa como mecanismo decisorio, 
mientras que la proporcionalidad actúa como un mecanismo de control, en el caso de una medida 
que afecte negativamente a un principio, implica el control de la corrección de una ponderación 
previa, ya realizada, entre ese principio y aquél al que sirve la medida. 
 
De acuerdo a lo anterior, la ponderación y la proporcionalidad deben considerarse un 
complemento o partes del engranaje de la interpretación, sin llegar a ser excluyentes. En el 
documento “Ponderación, proporcionalidad y Derecho administrativo” se especifica la 
importancia de la proporcionalidad como un mecanismo que vale la pena diferenciar, ya que a 
pesar de que varios autores consideren que el principio de proporcionalidad es una parte del 
principio de ponderación, es necesario distinguir entre los dos, en la medida que el segundo es un 
método de decisión mientras que el primero es un método de control. El principio de 
proporcionalidad es un método de control que puede ser ejecutado por el sujeto competente para 
adoptar la medida, o por el sujeto que adopta la decisión, quien lo hace de manera preventiva 
para evaluar el resultado de la medida final en términos de eficacia reflejados en la satisfacción 
del fin perseguido. (Arroyo, 2009. Pág. 15). 
 
El principio de ponderación, por su parte, es una herramienta indispensable en la ejecución de 
la interpretación efectuada de manera precedente frente a la ponderación de bienes jurídicos de 
igual valor. La viabilidad de la aplicación del principio de proporcionalidad en la definición de 
un conflicto de intereses o bienes de carácter colectivo, donde se incluye el desarrollo de la 
autonomía administrativa, debe estar enfocado a la evaluación, esto es, analizar si es adecuada 
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para alcanzar el fin que persigue, si existen medidas igualmente eficaces pero menos restrictivas 
y si en aplicación de las anteriores la autonomía no es excesivamente sacrificada (Arroyo, 2009, 
Pág. 4).   
 
Al ejecutarse la aplicación del principio de proporcionalidad en la decisión de prevalencia de 
intereses fundamentales donde interviene la autonomía administrativa, que en este caso, se trata 
de una autonomía local en el caso de conflicto de bienes colectivos, la proporcionalidad no sería 
conveniente, ya que, debe adelantarse con anterioridad un estudio normativo y estructural de las 
variables en conflicto, el cual solo es posible mediante la ponderación; y se trataría de una 
entrega del conflicto al arbitrio judicial, el cual requeriría de un sistema de control judicial 
aterrizado al deber ser del principio de proporcionalidad. 
 
En el presente caso de conflicto de bienes colectivos, se considera necesaria una ponderación 
con observación de las pautas fundamentales de los intervinientes y la realidad circunstancial en 
que se desarrolla la problemática. Sin embargo, la aplicación del principio de proporcionalidad 
no sería objeto del presente estudio, ya que, a pesar que la ponderación sea complementada por 
la proporcionalidad, el nivel de discusión entre derechos de rango constitucional por su 
contenido similar a un principio, tal como es el caso de medio ambiente vs desarrollo urbano,  
requiere un juicio de valoración fundamentado en argumentos de validez y peso social que no 
puede ser atendido con una interpretación normativa producto de la proporcionalidad. (Arroyo, 
2009, Pág. 28).  
 
La doctrina materializa el principio de proporcionalidad desde tres posiciones: a) Estricta, se 
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proyectaría sobre toda intervención o restricción de las libertades individuales, con 
independencia de la estructura normativa o del substrato moral o político de la norma 
constitucional a la que sirve la medida. b) Intermedia, no solo entra en juego, en el caso de las 
medidas del poder público que impliquen una restricción de la libertad individual, sino también 
en otros escenarios, entre los que destacan las relaciones entre los diversos niveles de ejercicio 
del poder político territorial y las decisiones públicas que limitan la igualdad formal. c) Amplia, 
aplicación del principio de carácter estructural, de un lado se encuentra el complejo normativo 
que debe presentar una relación de preferencia en favor del supuesto que constituye la regla 
general y de otro lado el poder púbico deberá estar habilitado para intervenir la relación en ese 
caso concreto, esto es, debe tratarse de una relación de preferencia prima facie (Arroyo, 2009, 
Pág. 16).  
 
Por otra parte, en “El principio de proporcionalidad y la interpretación constitucional” 
(Villaverde, 2008) se expone que el conflicto de bienes jurídicos se resuelve en la ponderación, 
examinando los límites de cada uno, determinando que valores deben prevalecer, por tanto, en 
los casos en los que se admita intensidades en el grado de aplicación de estos, se debe acudir al 
principio de proporcionalidad. 
 
El principio de proporcionalidad es la técnica con la cual se realiza el mandato de 
optimización que contiene todo derecho fundamental y el principio ponderado. Se pretende la 
adopción de medidas de aplicación materiales, lógicas y adecuadas, que permitan el ejercicio 
sano de derechos sin otorgarle potestades extralimitadas al poder público, en las que se pueda dar 
una vulneración frente a la aplicación de derechos en su contexto inherente (Villaverde, 2008).  
65 
 
Constitucionalmente y doctrinariamente, se pretende que las políticas de proporcionalidad de 
las medidas que limitan el ejercicio de derechos fundamentales, además de ser legalmente 
establecidas, sea medidas idóneas y necesarias que evidencien el fin constitucionalmente creado 
mediante una proporcionalidad en su ejecución. El hecho de que de constitucionalmente 
determinado comportamiento no este limitado, no legitima al Estado y más específicamente al 
ente regulador de medidas, para que  ejecute políticas desproporcionadas con el fin de proteger 
un interés general. Toda medida debe ser acorde con el engranaje normativo, ya que, la falta de 
limitación podría generar inseguridad jurídica. 
 
La aplicación del principio de proporcionalidad implica la aplicación del test tripartito, donde 
se verifica que la medida adoptada en la ponderación sea idónea, necesaria y proporcionada en 
relación con un fin constitucionalmente legítimo. Lo cual implica definir una política de control 
al poder público fundamentada en la motivación de los actos decisiones donde se limiten 
derechos fundamentales. La motivación de las resoluciones judiciales derivadas de la aplicación 
de la proporcionalidad, deben evidenciar los elementos que justifiquen la realización oportuna de 
la ponderación de derechos (Villaverde, 2008). 
 
Frente a las posibles alternativas de aplicación del principio de proporcionalidad, se 
encuentran dos consecuencias sobre los pilares del actual Estado Social de Derecho. La primera 
gira en torno a la viabilidad del principio de proporcionalidad como mecanismo evaluador de 
constitucionalidad, lo cual es desvirtuado debido a su carácter complementario al principio de 
ponderación, su esencia es limitativa de actos en la ejecución de medidas, más no es el 
mecanismo adecuado para estudiar el comportamiento de un bien jurídico y su adecuación a la 
66 
 
realidad social. Como segunda disyuntiva, se considera que el control sobre la actividad judicial 
cuestionaría la legitimidad institucional y generaría inseguridad jurídica, al desconfiar de las 
decisiones tomadas por el poder público el cual tiene como eje fundamental, el actuar conforme a 
la constitución y los pilares fundamentales del derecho (Villaverde, 2008, Pág. 182). 
 
La discrecionalidad administrativa 
 
Una vez considerada la ponderación como el mecanismo adecuado para resolver el conflicto 
entre intereses colectivos, se busca identificar las políticas Estatales que materializan la decisión 
de una ponderación y los mecanismos de control empleados para ello.  Por tal motivo, la 
discrecionalidad administrativa juega un papel importante en la toma de decisiones que 
pretendan implementar las garantías y principios de carácter constitucional a una situación de 
conflicto entre bienes de interés colectivo. Para Murillo Mena (2014), los principios juegan un 
papel fundamental en la discrecionalidad administrativa, ya que, son normas inviolables que fijan 
un camino a seguir para el ente que interpreta. Constituyen una limitación al arbitrio, 
desplazando la subjetividad en casos de lagunas normativas a través de la aplicación de preceptos 
generales del derecho en la toma decisiones más convenientes al interés general (Murillo, 2014, 
Pág. 110).          
 
Ante la desviación de las atribuciones propias (CPACA, Articulo 137) y la indeterminación de 
ciertos conceptos jurídicos, se considera prudente la imposición de controles, que deben orientar 
la actividad de la administración pública hacia el fin para el cual fueron otorgadas sus 
competencias, por tanto, el establecer varias posibilidades en la toma de una decisión y poseer la 
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facultad de adoptar una, no evidencia una verdadera diferenciación cualitativa que pueda ser 
objeto de un control judicial. 
 
La discrecionalidad administrativa se puede analizar desde dos puntos de vista, uno es el 
material, que hace referencia a asuntos de interés general no regulados por la ley, donde se 
requiere la aplicación de una ponderación para la toma de decisiones adoptando la medida que de 
mayor satisfacción al interés público. Por otra parte, se encuentra el aspecto formal, que hace 
referencia a una decisión regulada total o parcialmente y su configuración en la práctica (Murillo, 
2014, Pág. 97). 
 
En búsqueda de la materialización de los fines del Estado Social de Derecho, la 
administración ha adoptado mecanismos que permitan la tecnificación de las funciones otorgadas, 
por tanto, las normas terminan reseñando conceptos y reglas técnicas que aportan practicidad al 
sistema, resaltándose la prioridad de ejercer un control sobre dichas herramientas que pueden 
terminar desbordadas en una discrecionalidad sin sentido. Al respecto, tanto la Corte 
Constitucional como el Consejo de Estado, consideran que el juez es fundamental en cuanto a 
que no se pretende desplazar a la administración, sino evitar arbitrariedades que omitan la 
observancia de varias posibilidades antes de tomar la más adecuada. En ese sentido, mediante 
Sentencia T-418 de 1993, la Corte manifiesta su posición frente a la apreciación técnica de la 
Administración, indicando que lo técnico no se valora sino se comprueba y lo discrecional no se 
comprueba sino se valora (Corte Constitucional, T-418/93).    
 
Las altas Cortes dan aplicación a una posición mixta entre la formal y lo material de la 
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discrecionalidad, aclarando que independientemente de la postura, es primordial que la 
discrecionalidad se ejercite en observancia del ordenamiento constitucional y legal, ya que, esta 
debe actuar como un eje potencializador de la administración ya que, aporta fluidez, eficiencia y 
eficacia al ejercicio de sus funciones que busca la materialización de los fines del Estado Social 
de Derecho, no sin antes ser conscientes de la necesidad de un seguimiento a las decisiones 
adoptadas mediante un control que en cierta forma puede terminar limitando excesivamente el 
querer actuar diligentemente en situaciones específicas dentro de un marco normativo (Murillo, 
2014, Pág. 110) . 
 
En conclusión, ante el eventual conflicto entre dos bienes de interés colectivo, como lo es el 
derecho al medio ambiente sano y el derecho al desarrollo urbano, se pretende determinar la 
competencia de carácter administrativo ejercido por la autoridad local, que puede contribuir a la 
toma de decisiones extraídas de un proceso dialéctico que retoma el principio de ponderación el 
cual podría abrir una ventana al establecimiento de pautas como modelo de fundamentación que 
limite la discrecionalidad administrativa.  
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Colisión de Derechos Colectivos: Derecho al Medio Ambiente Sano Vs Derecho al 
Adecuado Ordenamiento Urbanístico 
 
Desde el siglo pasado, las ciudades colombianas han demostrado su crecimiento donde 
diferentes variables influyeron el desarrollo de las urbes y su adaptación a cambios sociales que 
constituyeron la expansión urbana causada por crecimiento poblacional acelerado, migraciones 
entre ciudades y búsqueda de mejoras en la calidad de vida. El proceso de avance de las ciudades, 
en especial de Bogotá, se desarrolló desde temas que fueron atendidos de manera coyuntural sin 
mayor planeación y que hoy evidencian la ocupación del suelo de manera inequitativa y poco 
sostenible para todos los ciudadanos. 
 
Bogotá experimentó su expansión más allá del perímetro urbano desde hace un largo tiempo 
donde diferentes municipios aledaños, asumiendo la recepción de migración poblacional 
procedente de Bogotá que buscaba nuevas alternativas de vida y un aumento en su calidad de 
vida generando nuevos procesos en sus actividades y planeación. Parte de esta expansión urbana, 
se debe a razones de disminución a niveles críticos del área expandida por habitante, sobre-
densificación poblacional y de vivienda, cambios de uso e incremento en los precios del suelo, 
congestión y contaminación (Pérez, 2010. Pág. 7). 
 
“La ciudad de Bogotá, aunque demográficamente joven, presenta algunos rasgos de la dinámica 
de las ciudades europeas y norteamericanas. El centro antiguo ampliado (polígono entre las calles 
26 y 1 y entre los Cerros Orientales y la carrera 30), junto con otros centros locales, como Restrepo, 
Fontibón, Venecia, barrio Inglés, Plaza de las Américas, centro de Suba, Prado Veraniego y sectores 
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a lo largo de la Av. 68, han experimentado deterioro y se han convertido en sectores expulsores de 
población, la cual es reemplazada por empleos en nuevas actividades que allí se instalan. De 
acuerdo con un estudio reciente (H. Molina, 1999), estos sectores perdieron en el período 1985-96 
316.000 habitantes y aumentaron su superficie en 100 ha. Otros sectores expulsores de población 
fueron aquellos que se desarrollaron en actividad económica, con un aumento de 688 ha y una 
pérdida de población de 51.900 personas (véase cuadro 5) En el otro extremo, los sectores 
receptores de población fueron los que se densificaron, los cuales aumentaron 630.000 personas, 
con un incremento de apenas 131 ha en su superficie, y lo nuevos sectores de desarrollo, los cuales 
recibieron un poco más de un millón de personas con un incremento de 4.619 ha. La densificación 
se dio especialmente en los sectores subcentrales del norte y noroccidente (Chapinero, Rosales, 
Chicó, Cedritos, parte de Suba y otros. Los sectores que permanecieron demográficamente estables 
fueron los que experimentaron un cambio de uso, con un incremento de 366 ha y 18.000 habitantes, 
y los sectores estables saturados, con un aumento de 891 ha y 263.000 personas. Estos cambios en 
la intensidad del uso del suelo se reflejan en cambios en las densidades de población. Así, se 
observa que los sectores expulsores y de desarrollo en actividad económica disminuyeron 
significativamente su densidad entre 1985 y 1996. Los sectores de cambio de uso la redujeron 
igualmente, como consecuencia del incremento significativo en el área. Los sectores densificados 
aumentaron su densidad de 142 a 340 hab/ha, mientras que los sectores en desarrollo apenas la 
aumentaron de 177 a 204. También la aumentaron significativamente (de 207 a 230 los sectores 
estables saturados)” (Pérez, 2010. Pág. 10). 
 
Es por tanto, una tarea de la administración actual promover un nuevo modelo de ciudad 
metropolitana respetuosa del medio ambiente y de los intereses y oportunidades de los 
municipios aledaños, situación que ya fue manifestada ante los medios por el Alcalde Dr. 
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Enrique Peñalosa, donde se propone incentivar el retorno de constructores y ciudadanos que 
decidieron mirar hacia otros municipios por encontrar una económica y mejor calidad de vida. 
(Alcaldía Mayor de Bogotá, 2016.P:221) 
 
De acuerdo a las proyecciones realizadas, la aprobación de la expansión urbana hacia la 
periferia permitiría el crecimiento del área metropolitana de 60.000 hectáreas a 20 kilómetros de 
la ciudad albergando a 3.6 millones de nuevos habitantes, evitando el excesivo crecimiento de 
los municipios y respetando la tendencia sustentable urbanística (El tiempo, 2016).  
 
Las políticas de crecimiento urbano responden a las necesidades que sobre la expansión del 
suelo definan las ciudades aun cuando el contenido de dicha política pueda resultar 
contraproducente a los objetivos de ciudad y ambientales, debido al gran distanciamiento que 
exista frente a las realidades territoriales y necesidades de sus habitantes, por tanto, el  
impetuoso impulso de promover la expansión por el norte y el occidente de Bogotá debe estar 
encaminado no sólo a temas económicos y de generación de empresa, sino a la inclusión y 
apropiación del territorio de los pobladores tradicionales quienes poseen tanto derechos 
adquiridos como expectativas de mejoramiento en su calidad de vida.  
 
Razones de Expansión Urbana 
 
Los fenómenos de expansión urbana de las grandes ciudades del mundo y en especial las de 
América Latina, han producido la intervención de entornos naturales muy importantes para la 
conservación de los recursos suelo, agua y aire, siendo específicamente en Bogotá, una situación 
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de crecimiento desordenado donde la tendencia de la población hacia la periferia ocasionó 
edificación ilegal que intervino de manera nefasta sobre el medio ambiente. 
 
 Innumerables estudios y análisis se han desarrollado respecto a la procedencia del 
crecimiento urbano hacia la periferia, predominando entre los tratadistas la defensa del medio 
ambiente sano como un derecho humano elevado a rango constitucional en el Estado colombiano.  
Sin embargo, es necesario plantear el debate que surge a raíz de la propuesta expuesta por la 
Alcaldía y mencionada anteriormente, donde dos necesidades básicas que afectan a toda una 
comunidad entran en conflicto, reestructurando la tendencia ecologista que ha limitado una 
proyección de ciudad de manera consecuente con los requerimientos de la globalización.  
 
La Alcaldía Mayor de Bogotá (2015) en su documento “Boletín 23. Población y Desarrollo 
urbano”, realiza un importante estudio sobre crecimiento poblacional y justifica la necesidad del 
desarrollo urbanístico hacia terrenos diferentes a los ya construidos.  
 
Las mayores tasas de natalidad se encuentran especialmente en las localidades del sur de la 
ciudad es decir que el crecimiento natural de la población tiende aumentar por nacimientos hacia 
la periferia jalonando el crecimiento de los municipios cercanos. Estas localidades contienen 
bastante población y se urbanizaron en su mayoría por proceso de autoconstrucción lo que 
implicó poca planeación urbana dejando de lado la calidad del espacio público y las zonas 
comunes (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2015. Pág. 28). 
 
La tasa de crecimiento de la población es el resultado del comportamiento de 2 fenómenos 
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fundamentales, el crecimiento natural o vegetativo de la población ocasionado por los 
nacimientos y defunciones y por la migración, es decir, el saldo de las entradas y salidas de la 
población residente por periodos importantes de tiempo. De acuerdo a estas condiciones, se 
encuentra que las zonas de mayor crecimiento poblacional para el año 2015 son las localidades 
de Engativá con 874.755, Kennedy con 1.069.469 y Suba con 1.174.736 ubicadas las tres hacia 
el occidente de la ciudad (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2015. Pág. 32). 
 
 En dicho documento se expone el caso puntual de la localidad de Bosa que evidencia un 
crecimiento hacia la periferia y se enfrenta a graves problemas como aumento de población en 
especial de comunidad desplazada, aumento de vivienda informal, necesidades de redes viales, 
de acueducto y alcantarillado, adicional a la ocupación de territorios para vivienda en zonas de 
alto riesgo.  
 
 Usme es de las localidades que más soporta el peso de la migración de desplazados en el 
Distrito Capital, así como de los asentamientos urbanísticos de carácter ilegal, por tanto, se 
propuso como estrategia subsidios para vivienda nueva y usada, apoyo a la construcción social el 
borde como transición urbano-rural orientada a la protección del entorno ecológico y 
fortalecimiento de la vida campesina en condiciones legales buscando la consolidación de la 
ruralidad en el borde suroriental de la ciudad, destinación de suelo para malla vial (Alcaldía 
Mayor de Bogotá, 2015. Pág. 47). 
 
 Para Gleisson Pineda (2009) en su exposición “El poder del derecho urbanístico en la 
asignación de contenidos a los cuatro elementos estructurales de la propiedad privada”, el 
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adecuado ordenamiento urbanístico de la ciudad es un derecho de carácter colectivo conocido 
por derecho de ciudad, que tiene su acogida en el marco normativo Colombiano en los artículos 
82 y 88 de la Ley 472 de 1998, estableciendo que el urbanismo es un derecho humano de 
carácter colectivo enfocado al crecimiento de ciudades de acuerdo a la planeación municipal, 
consultando el interés general en búsqueda del mejoramiento de calidad de vida de los habitantes 
de las ciudades (Pineda, 2009. Pág. 52). 
 
Las Reservas Forestales constituyen un elemento natural del espacio público, que buscan la 
satisfacción de necesidades colectivas, uso común o disfrute colectivo, y que en el evento de 
estar conformado por suelos de propiedad pública harían parte de los bienes de uso público y, en 
caso de ser suelo de propiedad privada harían parte de los bienes privados con afectación 
urbanística a espacio público.  Debe tenerse en cuenta que si un bien público catalogado como 
bien fiscal, es destinado al uso común o disfrute colectivo, éste adquiere la naturaleza de bien de 
uso público como ocurre con los bienes baldíos que se destinan a reserva forestal (Pineda, 2009. 
Pág. 39). 
 
 Frente a la propiedad privada establece que el proceso de ordenamiento urbanístico en 
ocasiones asigna niveles tan altos de función social, que desborda los límites de la  propiedad 
privada, generando desequilibrio en la distribución de las cargas y los beneficios, por tanto, al 
dársele relevancia a la función social la esencia de la propiedad privada desaparece, vulnerando 
un derecho de carácter constitucional.  
  
 Son muchos y constantes los casos en los cuales se ha procedido a la protección de suelo 
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con la asignación de usos que van acorde con los intereses de la mayoría, pero que como se ha 
mostrado, conducen a la vulneración del núcleo esencial de los atributos del módulo privado de 
la propiedad, sin que tales acciones urbanísticas vayan acompañadas de medidas que permitan 
indemnizar los perjuicios causados, situación que genera una desproporcionalidad en la 
aplicación de justicia y seguridad jurídica (Pineda, 2009. Pág. 151).   
 
 Bohórquez (2007) expone que existe una intencionalidad de intervención de la 
administración con el fin de dar termino a las diferentes situaciones de hecho que se vienen 
presentando en la reserva, las cuales pueden no encajar a cabalidad con los preceptos del 
significado de política pública, pero describen el desarrollo de acciones paulatinas sobre un 
territorio cambiante (Bohórquez, 2007. Pág 128). 
 
 La conservación parte de una crítica frente a la preservación desde la que se reivindican 
las relaciones humanas con y desde su entorno. Por otra parte, la preservación fundamenta su 
fuerza vinculante en el hecho de la acción legislativa como espacio de definición tácita sobre lo 
que hace parte o no y de qué tipo de categoría. Adicionalmente, está connotación normativa y el 
hecho de que la responsabilidad sobre el mantenimiento de las condiciones ambientales esté en 
cabeza del gobierno, implica además que dicho modelo solamente sea posible de alcanzar en la 
medida en que los terrenos sean de propiedad pública (Bohórquez, 2007. Pág 132). 
  
La mejor solución que han encontrado los pobladores “informales” de la ciudad para hacerle 
contrapeso a sus condiciones de segregación, es la equiparación de los precios del suelo con los 
de los mercados formales en alza; una especie de juego especulativo social que, en últimas, 
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favorece la reconversión el suelo rural en urbano a través diferentes mecanismos. Pero 
adicionalmente, es posible señalar que los beneficios presentes en los Cerros Orientales valen –
en precio también– mucho más que el de otros suelos de la ciudad y no tiene casi ninguna 
relación con las condiciones materiales de la vivienda, es decir que las convenciones ambientales 
que determinan las urbanas terminan en la manipulación de éstas. Hecho que aumenta 
efectivamente las rentas diferenciales apropiadas por los propietarios y los productores de 
vivienda. (Bohórquez, 2007. Pág 141). 
 
Para Bohórquez-Alfonso, Ivonne (2007), en su texto “De arriba para abajo. La discusión de 
los cerros orientales de Bogotá, entre lo ambiental y lo urbano”, detrás de los procesos de 
urbanización hacia la periferia se encuentra un mercado particular de personas que tienen 
posibilidades económicas superiores a otras que se asentaron desde décadas atrás en la misma 
zona, sin embargo, los terrenos pertenecientes a las Reservas Forestales y los Cerros orientales 
son apetecidos debido a que su construcción cercana a un eje natural permite optimizar la calidad 
de vida de este sector habilitando las mejores condiciones de subsistencia mientras la pobreza 
aumenta para la comunidad tradicional. (Bohórquez, 2007. Pág 144) 
 
De acuerdo a lo expuesto, cabe la pena controvertir dicha tesis, toda vez que la actual 
propuesta del Distrito enfocada a la urbanización de una parte del terreno de la reserva forestal 
Thomas Van Der Hammen, a la construcción de vivienda de interés social dentro de parámetros 
de preservación del medio ambiente, rodeado de un cinturón ecológico y ciclo rutas que 
mantendrán la vocación ecológica de la zona.  
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Leff (1994), plantea que la construcción de una racionalidad ambiental es un proceso político 
y social que pasa por la conformación y concertación de intereses opuestos, que debe existir una 
reorientación de tendencias; en donde se deben romper obstáculos epistemológicos y barreras 
institucionales; así mismo, se deben crear nuevas formas de organización productiva, innovar 
nuevos métodos de investigación, y producir nuevos conceptos y conocimientos. 
 
La racionalidad ambiental es entonces, un conjunto de prácticas socioculturales heterogéneas, 
que dan sentido y organización a los procesos sociales a través de reglas, medios y fines 
socialmente construidos. A su vez, permite la construcción de un saber ambiental, entendido 
como una reconstrucción del conocimiento desde nuevas visiones, potencialidades y valores, 
guiados por nuevas significaciones y sentidos civilizatorios, y de un conocimiento local, 
construidos por significados elaborados a través de procesos simbólicos que configuran nuevos 
estilos de apropiación del mundo y la naturaleza. Se debe orientar en una perspectiva 
constructivista para fundamentar, analizar y promover los procesos de transición que permiten 
viabilizar una nueva racionalidad social, que incorpore las condiciones ecológicas y sociales de 
un desarrollo equitativo, sustentable y sostenible. (Leff, 1994) 
 
Ponderación de Derechos Colectivos 
 
En la presente investigación se ha planteado el conflicto generado entre el derecho al medio 
ambiente sano y el derecho al adecuado ordenamiento urbanístico de la ciudad, ligado este 
último a la vida digna, a la propiedad privada y a la libertad de empresa, considerando que cada 
uno de ellos tiene vocación de derecho colectivo, ya que, cualquier acción negativa sobre estos 
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se considera una afectación a intereses de una generalidad.   
 
Es por lo anterior, que la novedad propuesta es la aplicación del principio de ponderación de 
derechos que permita contribuir al afianzamiento de los alcances del debate entre derechos 
colectivos y la determinación de un criterio administrativo en el momento de  tomar decisiones 
administrativas enfocadas al desarrollo urbano.  
 
Los derechos fundamentales catalogados por la Carta Magna como elementos esenciales para 
la subsistencia del ciudadano, deben ser analizados desde la afectación a los principios y valores 
constitucionales regulados por el sistema normativo de un Estado Social de Derecho, por tanto, 
son normas generales que no especifican su forma de aplicación entrando en juego la 
subjetividad del evaluador.  Por tanto, al tratarse de un tema fundamentado en juicios de valor, 
la doctrina ha considerado necesario fijar pautas para determinar los lineamientos por los cuales 
se debe regir el juzgador en una interpretación de derechos, razón por la cual, Robert Alexy 
plantea un esquema de análisis que se clasifica en tres partes: un estudio de idoneidad de los 
derechos en conflicto, un estudio de necesidad y de proporcionalidad en sentido estricto (Alexy, 
1993).  
 
La ponderación de derechos, en este caso de carácter colectivo, deben partir de las 
mencionadas etapas o clasificaciones que se desarrollaran frente a la problemática del desarrollo 
urbano en zona de la Reserva Forestal Regional Productora Del Norte De Bogotá Thomas Van 
Der Hammen, es por esto, que se partirá del estudio de idoneidad de la urbanización de una parte 
de la reserva con fines de cubrir las necesidades demandadas por el crecimiento poblacional y la 
79 
 
conectividad de un sendero ecológico con la zona urbana.  
 
 Idoneidad. 
 
El desarrollo urbano más que una política pública distrital debe ser considerado un derecho 
que emana de las necesidades del hombre por subsistir en condiciones dignas, bajo una vivienda 
en condiciones de salubridad y con la cobertura plena de los servicios públicos, de acuerdo a la 
evolución de ciudad y el crecimiento social-económico-cultural en que esta se vaya 
caracterizando.  
 
 La importancia de este derecho no se encuentra plasmada de manera específica en la 
constitución política, pero si se plantea como garantía constitucional, salvaguardando la 
subjetividad que trae consigo en medio de un apoderamiento jurídico que se le ha otorgado 
jurisprudencialmente para que se pueda defender o ejercer bajo ciertas expectativas de carácter 
colectivo frente a un tercero o frente a la misma administración.  
 
 Las nuevas tendencias de formulación del Derecho plantean el derecho de ciudad como 
una especie de derecho fundamental porque articula jurídicamente en su objeto y contenido esas 
expectativas de autonomía individual y colectiva, que son fundamentales porque, dado el 
carácter esencial que tienen tales expectativas para una organización democrática de la sociedad, 
el derecho en que se traduce lo sitúa en una posición de supremacía jurídica (Bastida, 2016). 
 
 Por tanto, las políticas distritales deben ser respetuosas del marco normativo creado para la 
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regulación del ejercicio del derecho de ciudad proyectando desarrollos urbanos bajo las 
disposiciones jurídicas de manera ordenada y dando prevalencia al beneficio de la calidad de 
vida de los habitantes, dado que por bloque de constitucionalidad se establece en el principio 2 
de la declaración de Estocolmo de 1972 que deben preservarse el medio ambiente en beneficio 
de las generaciones presentes y futuras mediante cuidadosa planificación u ordenamiento, 
mejorando la capacidad de la tierra para producir recursos vitales renovables. 
  
La Conferencia de Río de Janeiro de 1992, proclama que el desarrollo debe ejercerse en 
forma tal que responda equitativamente a las necesidades de desarrollo ambientales de las 
generaciones presentes y futuras. Y en la declaración de Johannesburgo de 2002, se reconoció 
que uno de los aspectos esenciales para lograr el desarrollo sustentable, como meta común, es 
justamente la protección y administración de la base de los recursos naturales, con instituciones 
más efectivas, democráticas y responsables. 
 
En virtud del acatamiento de las disposiciones internacionales y el marco normativo interno, 
se encuentra que las entidades de control ambiental han producido una serie de preceptos 
regulatorios amparando el derecho al medio ambiente sano sobre la necesidad del avance de 
infraestructura de la ciudad, generándose por parte de la administración acciones legales para 
lograr equilibrar la balanza respecto a la proyección de crecimiento poblacional y los procesos 
que generaría su demanda.  
 
 “…De conformidad con lo anterior, las consecuencias de establecer la reserva forestal forma 
parte de la estructura ecológica principal del distrito capital, en torno a esta connotación se reflejan 
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principalmente en dos vías: en primer lugar, respecto del carácter de determinante ambiental para el 
ordenamiento del territorio, en el sentido de que una vez declarada esta zona como reserva forestal, 
sus usos y parámetros de manejo deben ser establecidos por la CAR, sin que el Distrito Capital 
pueda modificar las decisiones adoptadas por esta corporación para la misma; de igual manera, y en 
los términos del artículo 84 precitado, la pertenencia a la estructura Ecológica Principal de Bogotá 
implica la obligación de las autoridades distritales a incorporar en sus instrumentos de planificación 
y gestión, las acciones y recursos necesarios para garantizar el  cumplimiento de las medidas de 
conservación adoptadas para dicha reserva ..:” (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2016. Pág. 10). 
 
Las proyecciones de ciudad propuestas por la Administración actual, se encuentran 
sustentadas en estudios contratados para el caso concreto de la Reserva Forestal Van der 
Hammen, como es el caso de las conclusiones del panel de expertos que sugirieron que el 
proyecto de expansión es atractivo y debe realizarse, pero el lugar escogido no es el adecuado, 
sin embargo, la posición de construir modelos urbanísticos que alivien la escasez de vivienda 
parece acertada, siempre y cuando se escojan ecosistemas poco valiosos, y sobre todo, no se 
disminuyan las existencias de suelos agropecuarios (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2016. Pág. 10). 
 
Dicho panel de expertos consideró pertinente la urbanización dentro de ciertos parámetros 
que se describen a continuación:  
 
“…Occidente ALO. Esta vía como un límite al crecimiento de la ciudad hacia el occidente, es 
decir, la zona comprendida entre la ALO y el rio Bogotá, fue definida como área de prevención de 
la conurbación de la ciudad con los municipio de Chía y Cota. Se conserva su definición como 
área rural, con una función de conservación de suelos.  
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 Valle inundable del rio y los humedales. Zonas definidas como áreas de infiltración para recarga 
de acuíferos y/o como distritos de conservación de suelos y restauración ecológica. Esta 
definición debe operar a los dos lados del rio, por lo que en los municipios de Chis y Cota 
también se tendrían que tomar decisiones similares. 
 Franja de conexión, restauración y protección. Esta franja constituye la necesidad más apremiante 
de la zona, pues permite la conexión de los pequeños relictos de bosque entre sí, y los flujos de 
vida entre los cerros orientales y el rio Bogotá, asegurando su restauración y conservación en el 
tiempo. El ancho ideal para este corredores de por lo menos 1km, su continuidad este- oeste debe 
ser asegurada para no interrumpir los flujos de vida. Para su  manejo se ha sugerido la categoría 
de área forestal protectora.  
 Área de conservación de suelos. Contiene los mejores suelos de la sabana, protección priotaria. Se 
sugiere permitir la formación de una franja de viviendas sobre el límite oriental de esta subzona, 
entre ella y el bosque. 
 Franja de vivienda al oeste del bosque: subszona de conservación de suelos, busca permitir la 
ubicación de viviendas que garanticen el cuidado y desarrollo del bosque, así como le generación 
de plusvalía que faciliten la presencia de VIS en la zona norte.  
 Zona de urbanización. Se ubican en la zona del sureste (zona norte) se pueden desarrollar los 
planes urbanísticos presentados por el Distrito Capital, con alta densidad y una ocupación 
ordenada del área…”. (CAR, 2016. Pág.11) 
 
Bogotá es una ciudad diversa y heterogénea que tiene innumerables miradas y diferentes 
lecturas, por tanto, los espacios en que ella se desarrolla debe ser reconstruidos social y 
colectivamente, modificándolos en torno a las necesidades de sus habitantes impactando social, 
económica, política y ambientalmente. La regulación de suelo es parte de la intervención 
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necesaria desde la planeación urbana y busca generar calidad de vida para las mayorías 
poblacionales en condiciones sustentables, sin embargo si no es asertiva puede impactar 
negativamente, todo depende del modelo de ciudad deseada, la inclusión de diversos actores 
sociales, el reconocimiento de las dinámicas pre-existentes, del nivel de organización y las 
estrategias conjuntas para generar la corresponsabilidad en la construcción de la ciudad (Alcaldía 
Mayor de Bogotá, 2015. Pág,4). 
 
Es debido al cambio constante de la ciudad y su población que el desarrollo urbano es una 
medida idónea para suplir la necesidades demandadas, no solo porque la Bogotá ya construida 
presenta decaimiento de construcciones a nivel zonal que van marcadas por desarrollos 
sectoriales encaminados al comercio o a otro tipo de actividad diferente a la habitacional, sino 
porque la calidad de vida de las personas mejora con el contacto e inclusión de los recursos 
naturales en su entorno.  
 
Lo anterior, se establece desde un punto de vista de planeación enfocado al desarrollo 
económico y social de la ciudad con respecto a las observaciones y ordenes emitidas por las 
autoridades judiciales respecto a la protección y conservación del medio ambiente sano, ya que, 
la expansión urbanística hacia la zona rural se piensa como una alternativa ecológica controlada 
y con fines de convivencia del hombre con su ecosistema.  
 
Contrario a lo reglado por las autoridades ambientales y por los argumentos defendidos por 
las tendencias ecologistas, se considera que el crecimiento vertical de la ciudad puede contribuir 
a una desproporción en la calidad de vida de los ciudadanos, situación contraria que se generaría 
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con la expansión horizontal hacia los municipios aledaños, por tanto, la urbanización de la zona 
recomendada por el panel de expertos como apta para vivienda, no vulnera el derecho al medio 
ambiente sano ya que, se busca una sana convivencia del ciudadano con el entorno y a su vez el 
crecimiento económico de la urbe.  
 
Necesidad. 
 
Una vez identificada y avalada la idoneidad del derecho de ciudad frente al derecho al medio 
ambiente sano, se pretende analizar la existencia de medidas alternativas que puedan hacer 
menos gravosa la situación de la afectación a dicho derecho, sin embargo, se encuentra que la 
extensión urbanística es una necesidad fundamental de la ciudad de Bogotá que recibe población 
a diario de todas las regiones del país, ya sea, en búsqueda de empleo, de estudio o mejoras en su 
calidad de vida.  
 
A pesar de que el asentamiento de personas en la Reserva Forestal Van Der Hammen ocasionó 
con el tiempo consecuencias dañinas debido a la práctica de actividades económicas de manera 
indiscriminada, la propuesta de urbanización ofrece una alternativa de reparación de dicho daño 
al  mirar de cerca y de manera detallada el caso de la Reserva identificando los puntos 
neurálgicos que requieren intervención.  A la fecha se hace seguimiento y control para evitar el 
deterioro del área forestal, sin embargo, al ubicarse un asentamiento humano en virtud de un 
proyecto urbanístico de intereses social, será más profunda la solución a problemáticas que 
puedan afectar la sana convivencia de la comunidad con su ecosistema.   
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“…Se puede decir que hay dos posiciones opuestas: (1) los que defienden la primera posición 
argumentan que no hay nada que hacer con las áreas abiertas que existen en la zona y que se 
debería centrar el esfuerzo en conservar aquellos sectores en los que aún hay coberturas boscosas, 
liberando el territorio restante para la expansión necesaria de la ciudad. En la medida en que esta 
posición es contraria a lo determinado por las Resoluciones 475 y 621 de 2000, emanadas del 
Ministerio de Medio Ambiente, los defensores de esta posición argumentan que estos actos 
administrativos ministeriales no reflejaron la realidad social, económica y ecológica de la zona, por 
lo que menguaron la capacidad de gobierno ambiental de la zona, la cual debe recuperarse en los 
pequeños espacios en los que aún es posible; (2) los que defienden la segunda posición argumentan 
que debido al empobrecimiento ecológico de la zona es necesario construir zonas de conectividad y 
áreas de protección que disminuyan los riesgos de la pérdida definitiva de los valores ambientales y 
ecológicos regionales, mediante un proceso de acuerdos que lleve a la delimitación de la zona de 
reserva y al diseño de un Plan de Manejo que permita que las actividades actuales que se 
desarrollan en la zona se ajusten a los objetivos de revitalización de la vida y de recuperación de los 
espacios perdidos. Consideran que estas decisiones se pueden tomar mediante la búsqueda de 
acuerdos que se acerquen a una situación en la que todos ganamos en el mediano y largo plazo y en 
el que la preservación de la vida prima sobre la preservación inmediata de los negocios…” (CAR, 
2011. Pág, 453). 
 
Para el autor Arturo Escobar (1993) la racionalidad social materializaría la realidad con las 
necesidades sociales respetando el medio ambiente, teoría a tener en cuenta en la urbanización de 
la Reserva Van Der Hammen, ya que, la generación de conciencia ambiental por parte del 
Gobierno y del ciudadano no tiene porqué oponerse al desarrollo de ciudad. El concepto de 
racionalidad social, como un sistema de valores, normas, acciones y relaciones de medios y fines, 
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que permite analizar la coherencia de un conjunto de procesos sociales, el cual se funda en los 
principios del eco desarrollo, la gestión ambiental y el desarrollo sustentable. A partir de esto, se 
proyecta la construcción de una nueva racionalidad ambiental, basada en los conceptos de 
equidad social, diversidad cultural y sustentabilidad ecológica, lo que implica revaloración y 
reapropiación de la naturaleza, los procesos productivos y los sentidos que reorganizan la 
sociedad, en donde se articulen procesos ecológicos, tecnológicos y culturales (Escobar, 1993).  
 
Lo anterior lleva a entender la sustentabilidad ambiental, como un proceso de socialización 
con la naturaleza y el manejo comunitario de los recursos, fundados en principios de diversidad 
ecológica y cultural. Democracia y equidad entonces, se redefinen en términos de los derechos 
de propiedad y de acceso a los recursos de las condiciones de reapropiación del ambiente, 
permitiendo que los derechos ambientales entren a formar parte de los derechos humanos, como 
una forma de reivindicar los derechos culturales y colectivos de las comunidades inmersas en 
estos procesos. (CAR, 2011. Pág. 457). 
 
El diseño de los instrumentos concretos para gestionar la reserva gira, de manera general, en 
torno a dos alternativas, siempre presentes en la discusión sobre áreas protegidas y 
particularmente el logro de los objetivos de conservación: propiedad pública o propiedad privada 
del suelo, teniendo en cuenta que la situación dominante en el momento de ser declarada la 
reserva es esta última. Una segunda discusión se desprende de estas dos opciones, aplicable a 
cualquiera de ellas, el alcance del derecho de propiedad sobre el suelo que se traduce en la 
remuneración por el suelo que deben recibir los propietarios, a título de indemnización en el caso 
de adquisición por parte de entidades públicas, o eventualmente, cuando se den las condiciones 
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jurídicas, de compensación por la obligación urbanística de conservación que se deriva de la 
clasificación del suelo como de protección y de la declaratoria, en concreto, de la reserva. El 
modelo de áreas protegidas como base para la conservación ambiental suele corresponder a un 
esquema de propiedad pública del suelo, que, también por lo general, preexiste a la declaratoria 
de la respectiva categoría de protección o conservación. La pregunta es hasta dónde hay 
posibilidades de alcanzar los objetivos de conservación bajo un régimen de propiedad privada. 
Salvo las experiencias de reservas de la sociedad civil, que se basan en compromisos voluntarios 
de los propietarios la gestión se enfrenta a dificultades que no necesariamente pueden ser 
controladas o superadas a través de los instrumentos convencionales de gestión. (CAR, 2011. 
Pág. 351). 
 
De acuerdo a lo expuesto, la necesidad de desarrollo urbano con la construcción de vivienda 
en la Reserva Forestal Van Der Hammen es apremiante, debido a que la tendencia global de 
desarrollo se enfoca en la adaptación de las normas internas de los Estados y la aplicación de 
políticas, encaminadas al desarrollo sustentable de las ciudades, toda vez que las comunidades no 
pueden apartarse de la evolución mundial generada por los avances tecnológicos, industriales y 
económicos. El deber ser del desarrollo urbano se encaja en la disponibilidad y conciencia de los 
países hacia el autocuidado de sus recursos, situación que es evidentemente clara en la ciudad de 
Bogotá donde existen limitaciones al ejercicio de la propiedad privada y libertad de empresa 
cuando se trata de alguna actividad económica. 
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Proporcionalidad en sentido estricto. 
 
Una vez expuesta la justificación por la cual se considera que la expansión urbana como 
derecho de ciudad en zonas específicas de la Reserva Forestal Thoman Van Der Hammen es 
idónea y necesaria, se procede a establecer la relación de afectación de los derechos colectivos en 
conflicto.  
 
El urbanismo no puede observarse desde la óptica del capitalismo devorador que busca 
enriquecer a unos pocos, la realidad es una Bogotá que cada día ve más agotadas todas las 
posibilidades de ofrecer a los ciudadanos servicios óptimos de transporte, prestación de servicios 
y cobertura de necesidades. El desarrollo urbano hacia la zona norte y occidental pretende la 
construcción de una nueva ciudad con el objetivo de descongestionar a Bogotá y crear garantías 
dignas para comunidades desfavorecidas mediante el desarrollo sostenible como modelo 
alternativo que pretende mejorar la vida de los seres humanos y que de paso puede generar 
desarrollo económico y desarrollo humano con la garantía de derechos fundamentales. 
 
Con una expansión urbana soportada en estudios y análisis de casos similares basada en una 
densificación planificada, es decir, con alturas controladas y con desarrollo de espacio público 
proporcional a las densidades determinadas; garantizando creación de espacio públicos de 
esparcimiento y expansión; contando con la infraestructura necesaria para la utilización de 
medios alternativos de transporte; inclusión en el sistema de espacio todos los cuerpos de agua; 
garantizando la funcionalidad de las áreas residenciales de las ciudades por la existencia de 
equipamientos y la promoción del sector privado en el desarrollo de operaciones urbanas; se 
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puede lograr una transformación de la ciudad sin alterar los ecosistemas existentes en la reserva.  
 
Es innecesario hablar de afectación del derecho al medio ambiente sano en la Reserva 
Forestal cuando se determinan los procesos de forma clara y plantea un acuerdo con la 
comunidad respecto al respeto de los recursos, por tanto, el conflicto entre este par de derechos 
colectivos se ve menguada con una sana articulación de políticas Distritales que promocionen la 
restauración de zonas de baja incidencia en la producción de agua dentro de la reserva.  
 
Hablando en términos de peso de afectación, se encuentra que el sacrificio ecológico es 
mínimo frente al beneficio social que se obtiene con la realización con un proyecto de 
urbanización en parte de los terrenos de la reserva Forestal, esto quiere decir que, la construcción 
de vivienda de intereses social está proyectada en pequeñas proporciones de la reserva, 
permitiendo que la zonas declaradas como zonas de protección de suelos, de preservación, 
humedales y zonas de producción de acuíferos, sean respetadas.  
 
Con el desarrollo urbanístico en la Reserva Natural se pretende solucionar el déficit de 
300.000 hogares que tiene la capital y garantizar un crecimiento organizado de la misma, además 
de ser conveniente para mejorar el medio ambiente y la calidad de vida de la ciudad, pues se 
tendrán senderos verdes y parques lineales. 
 
Debido a la declaratoria de suelo de interés público a la Reserva Forestal Thomas Van Der 
Hammen, mediante resolución No. 0835 de 2015, bajo la alcaldía de Gustavo Petro, el panorama 
se complica para la realización de este proyecto urbanístico planeado desde hace años atrás, ya 
90 
 
que, se prohíbe la construcción de vivienda nueva en esta zona, sumándose un problema igual de 
gravoso como lo es la disputa de los derechos adquiridos por parte de las personas que poseen 
bienes dentro de la misma.  
 
Por tanto, debido a la competencia otorgada por la ley a la CAR como la única entidad 
autorizada para aprobar la construcción de cualquier instalación, bajo el estudio de no afectación 
del ecosistema de la reserva, pues la prioridad es recuperar la vegetación y preservar las fuentes 
hídricas; se genera una evidente desigualdad entre el derecho a la propiedad privada y el derecho 
al medio ambiente sano. 
 
Es evidente que la disputa entre un ambiente sano y una vida digna representado en progreso 
social se dirime mediante la instancia judicial que es parcial frente a la protección del medio 
ambiente, por tanto, es necesario un replanteamiento de los fallos emitidos respecto a la 
protección de los cerros orientales y que sirven de precedente judicial para limitar el desarrollo 
urbano.  
 
Se requiere garantías estatales para la protección del derecho al adecuado ordenamiento 
urbanístico mediante una tutela efectiva que analice el tema a profundidad y la esencia del 
derecho, ya que, la subjetividad aplicada en el precedente jurisprudencial que protege al medio 
ambiente afecta a la colectividad que se ve restringida al derecho de una vivienda digna.  
 
De igual forma, es necesaria la participación de la comunidad en la definición de escenarios 
que logren la materialización del proyecto, obteniendo en primera medida un panorama de la 
91 
 
percepción y expectativas respecto a la reserva, ya que una de las principales problemáticas en la 
zona es la ingobernabilidad del territorio donde el desconocimiento de la preservación y la falta 
de coordinación de vigilancia han ocasionado desastres ecológicos. 
 
Tanto el sector educativo como los empresarios y habitantes de la reserva, colaboran en los 
nuevos procesos de conservación y conectividad, como un nuevo modelo de ocupación y 
urbanismo implementado, a través de las acciones realizadas para lograr la apropiación del 
territorio, con las organizaciones de la sociedad civil e instituciones participando, esto como un 
inicio del cambio de conciencia encaminada al desarrollo social de la región.  
 
Se busca conectar el medio ambiente sano con el urbanismo mediante una reserva dotada de 
un sistema de incentivos tributarios y pagos por servicios ambientales a los propietarios 
interesados en su protección, y una ciudadanía apropiada  del territorio de la reserva, 
participando ampliamente en los distintos espacios de control y seguimiento del plan de manejo 
ambiental, así como en la toma de decisiones para su consolidación (CAR, 2007) 
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Comportamiento de los Derechos Colectivos en Conflicto Frente a la Reserva Forestal 
Regional Productora del Norte De Bogotá: Thomas Van Der Hammen.  
 
Los fenómenos de expansión urbana de las grandes ciudades del mundo y en especial las de 
América Latina, han producido la intervención de entornos naturales muy importantes para la 
conservación de los recursos suelo, agua y aire. El crecimiento desordenado de las urbes, 
consecuencia directa por un lado de la falta de planeación territorial, o en su defecto, de la 
implementación de planes de ordenamiento territorial no siempre correspondientes con las 
necesidades locales, siendo ejecutados para satisfacer intereses de grupos minoritarios con afán 
de lucro, han puesto en peligro y extinguido,- como en el caso de los cerros orientales en Bogotá- 
delicados ecosistemas, así como tierras de la más alta vocación agropecuaria. Es innegable que 
no se puede detener el crecimiento urbano, pero sí es posible efectuar un desarrollo sostenible 
racional y equilibrado con la implementación de políticas ambientales que armonicen el uso 
racional de los entornos naturales circundantes (CAR, 2011.P:1). 
 
Debido a la alta preocupación de los entes gubernamentales de ofrecer políticas ecologistas7 
que eviten interferir con el desarrollo económico, se crea una adaptación jurídica desde la propia 
Constitución Política hasta directrices legislativas e institucionales que busca ensamblar la 
realidad social con la proyección administrativa del progreso de ciudad. Parte de esta concepción, 
                                                 
7 Alcaldía Mayor de Bogotá. (2017) “Ecourbanismo. La Secretaría Distrital de Ambiente -SDA- cuenta con un área 
encargada de difundir a la ciudadanía el ecourbanismo entendido como el conjunto de acciones coordinadas por la 
Administración Distrital, orientadas a construir y transformar la ciudad y su entorno, para lograr una mejor 
calidad de vida, mediante la implementación de modelos eficientes, productivos y con relaciones armónicas con el 
entorno natural, que a su vez permitan el acceso equitativo a los bienes y servicios colectivos, locales y de ciudad.” 
– Tomado de http://www.ambientebogota.gov.co/web/sda/ecourbanismo1#sthash.E1c8XKv4.dpuf 
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es el estudio adelantado durante décadas8 sobre la reserva Van Der Hammen, que hoy se 
considera como uno de los tópicos principales dentro de la agenda Distrital no solo por su vital 
aporte verde a Bogotá sino por ser uno de los escenarios de mayor vocación urbanística 
perseguido por el Actual Alcalde Dr. Enrique Peñalosa desde su administración del año 1997.  
 
Con el fin de encaminar la investigación hacia el caso puntual de la reserva Van Der Hammen, 
se presentará los antecedentes históricos, sociales y jurídicos que la caracterizan como la bandera 
de combate de los actuales movimientos ecologistas en defensa del medio ambiente sano, 
permitiendo plantear de una manera más concreta el conflicto objeto de estudio entre el 
mencionado derecho colectivo de rango constitucional y el ineludible desarrollo urbanístico 
como variable neurálgica para la cobertura de necesidades básicas de los ciudadanos, es decir, 
una vivienda digna con carácter de colectividad además del beneficio económico-social que 
puede generar su adecuado uso.  
 
Descripción de la Reserva Forestal Van Der Hammen  
 
Caracterización y definición de componentes. 
 
Mediante el profundo estudio biológico y natural “Plan Ambiental de la Cuenca Alta del Rio 
                                                 
8 VAN DER HAMMEN, Thomas (1998) PLAN AMBIENTAL DE LA CUENCA ALTA DEL RIO BOGOTA. 
Análisis y orientaciones para el ordenamiento territorial. CORPORACION AUTONOMA REGIONAL CAR. “Para 
frenar los procesos de deterioro, mejorar la situación ambiental y llegar a soluciones efectivas, es necesario 
realizar un plan ambiental para la sabana de Bogotá, que presente los lineamientos básicos para encausar la 
acción de los entes gubernamentales a todos los niveles y que, a su vez, sirva de base para la redefinición de la 
legislación y reglamentación ambiental pertinente, con carácter de estricto cumplimiento para todos los habitantes”. 
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Bogotá. Análisis y orientaciones para el ordenamiento territorial” (1998), el profesor Thomas 
Van Der Hammen, analiza los componentes que nacen y se desarrollan en el seno de la Reserva, 
incluyendo el análisis de suelos, clima, aguas, flora y fauna, emitiendo una propuesta final 
codiciosa frente a la concepción de medio ambiente manejada por el Estado en la época de su 
expedición.  
 
Sugiere al Estado una política de descentralización que estimule los centros urbanos fuera de 
la sabana, poniendo límites al crecimiento de Bogotá y otras ciudades que tienen su asentamiento 
en la Sabana, considerándose esta propuesta, el punto de partida para el ordenamiento territorial 
y su plan ambiental (Van Der Hammen, 1998).  
 
La Reserva Forestal Van Der Hammen, tiene 1.395 hectáreas, de las cuales 703 están 
destinadas para la restauración de la capa vegetal, con especies nativas para conformar 
nuevamente los ecosistemas perdidos; 81 para preservación; 138 para protección al paisaje y 472 
para usos sostenibles (Cifuentes, 2016). Ésta es una fuente de riqueza natural que cumple 
funciones de áreas conectoras en la estructura ecológica regional, contiene ecosistemas en buen 
estado propios del Bosque bajo Andino y humedales, forma parte de las 218 áreas de Endemismo 
Aviar del planeta, constituye hábitat de aves endémicas con importancia para la conservación, 
contiene parte de los mejores suelos con vocación agropecuaria de la cuenca alta del Río Bogotá, 
ofrece grandes posibilidades para desarrollo agrícola, en armonía con planes de restauración 
ecológica de ecosistemas únicos para Bogotá D.C. y la Región, ofrece grandes posibilidades para 
desarrollo agrícola, en armonía con planes de restauración ecológica de ecosistemas únicos para 
Bogotá D.C. (CAR, 2011). 
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La Reserva Forestal Van Der Hammen posee diferentes clases de vegetación que varía según 
el ecosistema reinante, en el páramo domina  especies de pastos o de pequeños bambúes, 
frailejones y  hierbas; en el bosque andino alto los musgos tienen gran influencia porque sirven 
como esponja que causan la infiltración hacia el subsuelo; en el bosque andino bajo tiene flora 
homogénea que ha sido degradada debido al uso de químicos que ocasionan erosión; en las zonas 
secas se observa vegetación arbustiva con un ecosistema frágil; el bosque de zonas inundables es 
la zona ancha donde se reúnen varios afluentes donde se encuentra gran parte de los humedales y 
finalmente los humedales que han sufrido directamente el impacto de las actividades agrícolas de 
la zona, contienen vegetación pantanosa y arcilla (Van Der Hammen, 1998). 
 
En el mencionado estudio, se pronostica de manera acertada que la continua extracción del 
subsuelo ocasionará la desaparición de fuentes y quebradas, siendo necesario la regeneración del 
bosque nativo y el empleo de agua superficial en lugar de aguas subterráneas eliminando de paso 
el problema de contaminación de las aguas superficiales. Considera indispensable prohibir el mal 
manejo de los ecosistemas frágiles, declarar reserva o parque natural, desarrollar la base legal 
para poder efectuar el manejo especial que necesita el área y crear incentivos para que nuevas 
industrias se establezcan fuera de la sabana, incrementando impuestos para las que se queden9. 
 
Se observa por tanto, que desde el enfoque del primer estudio realizado con fines a conocer y 
                                                 
9 VAN DER HAMMEN, Thomas (1998) PLAN AMBIENTAL DE LA CUENCA ALTA DEL RIO BOGOTA. 
Análisis y orientaciones para el ordenamiento territorial. CORPORACION AUTONOMA REGIONAL CAR. “El 
objetivo es que se mantengan amplias zonas de dedicación agrícola y forestal separando los centros urbanos y 
especialmente Bogotá de los centros urbanos de los municipios que lo rodean. Desde el punto de vista del 
medioambiente urbano es importante que zonas verdes de parques y de árboles bordeando calles”. 
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regular la Reserva Forestal, se propone una cultura de desarrollo sostenible con esencia 
ambientalista donde predomina la tendencia de la exclusión urbanística e industrial. Sin embargo 
18 años después, el argumento ecologista empieza a perder terreno al entrar en conflicto con el 
crecimiento urbano y poblacional, una realidad que no puede ser desconocida y que pone en tela 
de juicio las decisiones administrativas que pueden beneficiar a una comunidad. (Leff, E. 
1994.p:224) 
 
La importancia de esta Reserva se fundamenta en la producción de agua para la Región, ya 
que, todos sus ecosistemas tienen relación armónica con el agua que se activa con el agua lluvia 
alimentando el sistema hidrogeológico y el superficial, el agua se infiltra hacia los acuíferos en 
los cerros y circula dentro de los suelos profundos del piedemonte, alimentando en este sector el 
sistema subterráneo a través de los depósitos coluviales de textura gruesa y en forma de 
escorrentía subsuperficial hacia la altiplanicie (CAR, 2011. Pág 287).  
 
A pesar de existir una conciencia general de la trascendencia de la Reserva para la capital, 
esta se enfrenta a graves problemas como la expansión suburbana no planificada de Bogotá hacia 
Chía y Cota; posee una extensión considerable de suelos de expansión, lo cual ha generado una 
expectativa entre los propietarios privados; la propuesta de expansión urbana en el norte de la 
ciudad aísla ecológicamente las áreas con valor ambiental y se propone sobre los mejores suelos 
aptos para usos agrícolas de Bogotá y el país; la Autopista Norte constituye un eje de expansión 
urbana; el actual trazado de la Avenida Longitudinal de Occidente – ALO en el corto plazo 
provocaría la extinción del humedal La Conejera; el inadecuado manejo de vertimientos y 
disposición ilegal de escombros (CAR, 2011. Pág 285).  
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 “Esta visión permite reconocer el sector del Borde Norte de Bogotá dentro del contexto 
regional de la Sabana, como un área de enorme riqueza ambiental desde el punto de vista hídrico y 
de suelos, con una vocación forestal y agrícola reconocida por sus moradores desde épocas 
inmemoriales, pero actualmente sometida a una amenaza que se cierne sobre ella por el cambio de 
uso de suelo para la construcción. Los suelos de sectores del Borde Norte en los altiplanos de 
Guaymaral, La Conejera, Las Mercedes, entre otros, se consideran a escala general como suelos de 
la mejor calidad en las clasificaciones realizadas por el IGAC para el país. Una sociedad humana 
debe proteger este patrimonio con usos de conservación o de actividades agropecuarias sostenibles. 
De ninguna manera deberían ser sepultados bajo escombros o usos urbanos” (CAR, 2011. Pág 289). 
 
La reserva funciona como un área de amortiguación y regulación de los fenómenos de cambio 
climático y de inundaciones que tanto afecta a los habitantes del sector. En sus terrenos se 
desarrollan actividades económicas como la producción agropecuaria y ganadera de carácter 
silvopastoril, de flores con vigilancia  y control de requisitos formales para su ejecución, 
enfocando sus actividades hacia la restauración ecológica y conservación (CAR, 2007) 
 
Por tanto, para los entes de control encargados de la vigilancia y el cumplimiento del marco 
normativo generado con el proceso de regulación de preservación de la Reserva Forestal, fue 
primordial proceder a la zonificación ambiental como herramienta para promover las medidas de 
restauración y conservación. Por tanto, se delimitaron las siguientes zonas (CAR, 2007): 
 
1. Zona de preservación: permite el mantenimiento de la naturaleza nativa sea por sucesión de 
proceso propio o por restauración, buscando la conectividad de la biodiversidad. Tiene un total de 
81.46 hectáreas  equivalentes al 5,84% del territorio de la reserva compuesto por: 9,40 hectáreas 
98 
 
de sistemas hídricos, 46,90 hectáreas de vegetación natural y seminatural, 25,17 hectáreas de 
canales (vallados) que conducen aguas lluvias a sus cauces. Se encuentran entre sus usos 
prohibidos la urbanización, vivienda nueva, construcción de nueva red vial, construcción de 
escenarios deportivos o centros para eventos sociales, tala de especies nativas salvo las excepciones 
previstas en el ordenamiento jurídico vigente, minería, agropecuarios, plantaciones forestales con 
especies exóticas, dotacionales, industriales, comerciales, recreación activa, y todos aquellos que 
no están contemplados como usos principales, compatibles o condicionados. 
2. Zonas de restauración: Comprende 552,68 hectáreas, equivalentes al 39,61% del territorio de la 
reserva y son zonas dedicadas a la rehabilitación de los sectores a su estado original, a través de la 
revegetalización y restauración ecológica con el fin de lograr conectividad con los elementos 
naturales de la región, elevándose a la categoría de preservación al lograrse su total restauración. 
Incluye 4,35 hectáreas de infiltración para recargar acuíferos, 22,80 hectáreas de áreas periféricas a 
nacimientos, cauces de quebradas y humedales, 26,25 hectáreas de Coberturas exóticas e invasoras, 
9,80 hectáreas de Suelo de protección por riesgo, 43,85 hectáreas de rellenos destinados para la 
disposición de materiales y residuos, Ocupa 21,13 hectáreas de franja de borde oriental de la 
reserva, 424,50 hectáreas de corredor de conectividad ecológica. Quedan prohibidos los usos de 
urbanización, vivienda nueva, construcción de red vial, construcción de escenarios deportivos o 
centros para eventos sociales, tala de especies nativas salvo las excepciones previstas en el 
ordenamiento jurídico vigente, minería, agropecuarios, plantaciones forestales nuevas con especies 
exóticas, dotacionales, industriales, comerciales, cacería, recreación masiva, cultivos bajo 
invernaderos y todos aquellos que no están contemplados dentro de los usos principales, 
compatibles o condicionados.   
3. Zonas de protección al paisaje: Según el Acuerdo CAR 16 de 1998, corresponden a “aquellas áreas 
que deben manejarse  en forma especial, por haber sido declaradas como monumentos o áreas 
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dignas de conservación en razón de los valores históricos, culturales o paisajísticos que albergan o 
representan”. 
4. Zonas de uso sostenible: Ocupan 610,33 hectáreas dedicadas a actividades agrícolas, ganaderas, 
forestales y habitacionales controladas.  
5. Zonas de usos preexistentes a la declaratoria de reserva que comprenden 530,90 hectáreas que 
equivalen al 38,05% de la reserva, correspondientes a áreas de la reserva se encontraban ocupadas 
para la fecha de declaratoria de la reserva (09 de agosto de 2011) referentes a usos agropecuarios 
que ocupan 366,71 hectáreas, 3,08 hectáreas de comercio y servicios, 128,81 hectáreas dotacionales, 
12,29 hectáreas Industriales, 20,01 hectáreas residenciales. Dentro de los usos prohibidos se 
encuentra construcción de vivienda nueva, condominios, construcción de nueva red vial, 
construcción de escenarios deportivos o centros para eventos sociales, aprovechamientos forestales 
de especies nativas, minería, usos agropecuarios altamente dependientes de insumos químicos de 
síntesis industrial que generen riesgo de contaminación y afectación de la biodiversidad, ganadería 
extensiva bajo el modelo de potrero limpio, empleo de semillas y animales modificados mediante 
técnicas de ingeniería genética, siembra de especies vegetales exóticas (pino, ciprés, acacia y 
eucaliptus); quema y tala de vegetación nativa salvo las excepciones de ley, cacería, nuevos 
cultivos bajo invernaderos, cultivos de flores bajo cubierta, industrial  y todos aquellos que no 
estén contemplados dentro de los usos principales, compatibles o condicionados. 
6. Subzona de Alta Densidad de Uso: Ocupa un área de 12,40 hectáreas, equivalentes al 0,89% de la 
reserva la cual comprende: 
 
Áreas con edificaciones 
concentradas 
Canales, Cauces aguas lluvias, vías pavimentadas y destapadas. 
Usos Prexistentes Actividad agropecuaria 0,25 hectáreas 
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Actividad comercial y 
servicios 
0,26 hectáreas 
Dotacionales 7,98 hectáreas 
Industriales  2,33 hectáreas 
Residenciales 0,29 hectáreas 
                        (CAR, 2007. Pág 7- 24) 
 
 
Figura 1. Zonificación ambiental (CAR, 2007. Pág. 7-39) 
 
En virtud del Acuerdo 021 de 2014 por medio del cual se adopta el Plan de Manejo Ambiental 
de la Reserva Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá, D. C. “Thomas Van der 
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Hammen”, se establecen como lineamientos generales el cumplimiento de permisos ambientales 
y urbanísticos a que haya lugar, la prohibición de la tala de la vegetación existente en la reserva, 
autorización de la CAR para cambio de usos y/o construcción, continuidad de los procesos 
administrativos en curso respecto de cada uno de los inmuebles localizados en reserva forestal y 
la prohibición de la expedición de licencias de urbanismo y construcción al interior de la reserva 
forestal. (CAR, Acuerdo 021/14) 
 
Obsérvese en el literal “h” el condicionamiento que la norma impone al desarrollo urbanístico 
en torno a la Reserva Forestal, situación que se tratará más adelante en el análisis de ponderación 
de derechos colectivos. Sin embargo, se encuentra una posibilidad de limitación a la expuesta 
prohibición señalando de igual forma el reconocimiento de las construcciones ya existentes y por 
tanto, una pauta ambigua hacia los derechos adquiridos.  
 
Una vez definidas las características de la Reserva forestal Van Der Hammen y trayendo a 
colación los aportes realizados en el Foro Nacional Ambiental, Estado y Perspectivas de los 
Ecosistemas Urbano del año 2007 desarrollado en Bogotá, se encuentra como gran conclusión 
que la ciudad ha creído que prohibir es proteger. El crecimiento urbano eximio estas áreas y la 
ciudad no llego a darles una función precisa, a equipararlas y ocuparlas con usos colectivos y 
apropiados. Dado que la sociedad no las apropia colectivamente, han sido explotadas y ocupadas 
por particulares, con cada vez mayor presión, en la medida en que la ciudad crecía y el suelo 
urbanizable se agotaba en cada zona. Por tanto, una de las mejores decisiones es conservar como 
una forma de correcta administración, generando conciencia en la sociedad del vital significado 
de la reserva por su valor ambiental colectivo (Camargo, P. 2007. Pág. 2).  
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Historia de la Reserva Van Der Hammen y su declaración como Reserva Forestal Regional 
Productora del Norte de Bogotá. 
 
La Declaratoria del Área de Reserva Forestal tiene un significado preponderante a la hora de 
hablar de protección y conservación, ya que con ella se han logrado proteger ecosistemas con 
valores biológicos importantes para el patrimonio natural de Bogotá y la región. Asimismo, se ha 
preservado un importante territorio que aporta servicios ambientales estratégicos para la ciudad, 
la Sabana de Bogotá y la región, entre los cuales se pueden destacar: su contribución como el 
principal regulador del acuífero de la Sabana de Bogotá asegurando su calidad, cantidad y 
disponibilidad; su contribución a la regulación del clima y la depuración del aire del oriente de la 
ciudad y en la protección de los suelos y la estabilización de las diferentes geoformas. 
 
De igual forma, se ha preservado el principal referente paisajístico de la capital, por su 
calidad escénica, dominancia visual y por los valores intrínsecos (naturales) y los adquiridos 
(históricos y culturales), así como la oferta ambiental para la recreación y la educación 
(Resolución 0462/05). 
 
Por tanto, la Declaratoria del Área de Reserva Forestal Regional Productora del Norte de 
Bogotá es parte del proceso de estudio y análisis de todos elementos que convergen en tan 
importancia zona del Distrito, trayendo consigo un trabajo de años de debate y avances jurídicos 
que iniciaron con la elaboración del plan ambiental de la cuenca alta del Río Bogotá: análisis y 
orientaciones para el ordenamiento territorial (1998) realizada por el profesor Thomas van der 
Hammen, que tenía por objeto establecer una guía para el manejo ambiental integral de la cuenta 
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alta del Rio Bogotá. En dicho estudio, se identificó la necesidad de crear una zona de 
conectividad en un sector que se ubicó en el borde norte de la ciudad de Bogotá, zona que se 
planteó como una franja para asegurar la conexión entre pequeños y debilitados parches de 
bosques entre los cerros orientales de Bogotá y el Rio Bogotá con el animo de continuar la 
conexión desde el lado oriental del rio con los cerros de Cota y Chía, en particular con los 
ecosistemas de Manjui (Ministerio de Hacienda, 2016)10 
 
Consecuentemente el 17 de septiembre de 1999 el Distrito Capital sometió a consideración de 
la CAR su plan de ordenamiento territorial emitiendo esta última la Resolución No. 1869 del 2 
de noviembre de 1999 declaró concluido el proceso de concertación del proyecto de Plan de 
Ordenamiento Territorial de Bogotá D.C., señalando como no concertados los siguientes puntos: 
expansión urbana, perímetro urbano respecto del corredor de la Autopista Norte y clasificación 
del suelo para determinadas áreas de protección. 
 
El Ministerio del Medio Ambiente, por Resolución 1153 del 15 de diciembre de 1999, 
estableció determinantes para el Plan de Ordenamiento Territorial - POT de Santafé de Bogotá, y 
ordenó a la CAR y al Distrito Capital resolver los desacuerdos en la expansión del Borde Norte, 
tener en cuenta las observaciones al POT presentes en el documento de la CAR, el cual 
estableció que en el norte se deben conservar los últimos restos del complejo ecosistema de la 
Sabana, crear y restaurar una gran reserva natural desde el río Bogotá hasta la cresta de los 
Cerros Orientales. En el mismo acto administrativo el Ministerio señaló no tener suficientes 
                                                 
10 MINISTERIO DE HACIENDA. Concepto dirigido al congresista Inti Raul Asprilla Reyes del 07 de marzo de 
2016  radicado 8000-2-7645  respecto a cuestionario originado en citación de control político al Alcalde de 
Bogotá Dr. Enrique Peñalosa. 
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elementos para adoptar una decisión definitiva con respecto al POT, disponiendo aplazar el 
pronunciamiento sobre expansión de la Zona Norte hasta el 1° de abril de 2000. Fue así, como 
mediante la expedición por parte del Ministerio del Medio Ambiente de la Resolución 1153 del 
15 de diciembre de 1999, se determinó la necesidad de conformar un Panel de Expertos con el 
objeto de que estos aportaran recomendaciones para el Ordenamiento Territorial del Borde Norte 
de Bogotá, emitió concepto en el mes de marzo de 2000 con el objetivo de pronunciarse sobre 
los posibles impactos de la expansión del norte de Bogotá, donde se concluyó que existe una 
riqueza ecológica y paisajística en la Zona Norte de Bogotá para la dinámica ecológica regional, 
en virtud de lo cual la recuperación y conservación de la misma debe ser un objetivo prioritario 
de las intervenciones del Estado (CAR, 2016)11. 
 
Del panel de expertos consultado surgieron una serie de propuestas que se sintetizan en 
permitir la urbanización de una parte del suroeste de la zona norte de la reserva, mediante 
procesos de alta densidad que garanticen el objetivo de conservación de la riqueza ambiental; las 
áreas de urbanización en la zona norte deben contener un porcentaje importante de viviendas de 
interés social (VIS) paralelas a otras obras que se realicen en la zona; limitación de la ocupación 
de la autopista norte y evitar el deterioro ambiental más exactamente en lo pertinente al humedal 
de Torca-Guaymaral declarándose como vía parque. 
 
Los miembros de la misión creen que el Distrito debería adelantar con prioridad una política 
sistemática para canalizar inversiones y estimulo de la redensificación de importantes sectores 
                                                 
11 CAR. Concepto dirigido al congresista Inti Raul Asprilla Reyes del 28 de marzo de 2016 radicado 20162112220 
respecto a cuestionario originado en citación de control político al Alcalde de Bogotá Dr. Enrique Peñalosa.  
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subocupados o mal utilizados desde el punto de vista urbano. Allí sería posible localizar vivienda 
para un tercio de la población nueva, a costos ambientales, económicos y sociales menores que 
los que demandan los planes de expansión (Ministerio de Hacienda, 2016.Pág. 7). 
 
Posteriormente, el Ministerio del Medio Ambiente expidió la Resolución 475 del 17 de mayo 
de 2000, acogiendo, en su gran mayoría, las recomendaciones presentadas por el Panel de 
Expertos para la Zona 3; y definiéndolas en el plano indicativo adoptado mediante dicha 
Resolución; no obstante lo anterior, consideró que el ancho ideal de mil metros aconsejado por 
estos ya no era posible de lograr, razón por la cual dispuso que esta franja debía tener un ancho 
de mínimo 800 metros, y ordenó a la CAR declarar el Área de Reserva Forestal Regional del 
Norte. 
 
En contra de la Resolución No. 475 de 2000, el Distrito Capital y la Corporación Autónoma 
Regional de Cundinamarca –CAR-, interpusieron recursos de reposición, los cuales fueron 
resueltos mediante la Resolución No. 621 del 28 de junio de 2000, por medio de la cual el 
Ministerio del medio Ambiente modificó parcialmente la Resolución 475 de 2000 (CAR, 2016. 
Pág. 6). 
 
En ese orden de ideas el Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá, D.C. -POT- , fue 
adoptado mediante el Decreto Distrital No. 619 del 28 de julio de 2000, el cual fue ajustado a 
través del Decreto Distrital número 1110 del 28 de diciembre del mismo año, para acoger lo 
dispuesto en las Resoluciones 475 y 621 de 2000, expedidas por el Ministerio del Medio 
Ambiente.  
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Posteriormente, y en virtud de lo dispuesto por el Ministerio del Medio Ambiente en las 
Resoluciones 475 y 621 de 2000, la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca - CAR- 
mediante el Acuerdo No. 011 del 19 de julio de 2011, declaró el Área de Reserva Forestal 
Productora Regional del Norte de Bogotá D. C. "Thomas Van Der Hammen" y adoptó unas 
determinantes ambientales para su manejo (CAR, 2016. Pág. 7). 
 
Desarrollo normativo de las Reservas Naturales. 
 
La Declaración de la Conferencia de la Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo Río de Janeiro 1992, proclama que: 
 
"(...) Principio 2. De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y los principios 
del derecho internacional, los estados tienen el derecho soberano de aprovechar sus propios 
recursos según sus propias políticas ambientales y de desarrollo, y la responsabilidad de 
velar porque las actividades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su control no 
causen daños al medio ambiente de otros estados o de zonas que estén fuera de los límite 
de la jurisdicción nacional (…)” (Declaración Rio, 1992) 
 
La Constitución Política de 1991 establece en su artículo 2° el deber del Estado de proteger y 
garantizar la vida digna de los ciudadanos; artículo 8° obligación de proteger las riquezas 
culturales y naturales de la Nación; artículo 79 Derecho al medio ambiente sano; artículo 80 
obligación estatal de evitar el deterioro ambiental y la aplicación de la política del desarrollo 
sostenible; 95 deber de todo ciudadano proteger las riquezas de la nación y obrar conforme al 
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principio de solidaridad. 
 
La ley 99 de 1993 estable en su artículo primero los principios de la gestión ambiental que 
deben ser el eje de todo tipo de normas y políticas públicas direccionadas a la conservación de 
medio ambiente, estableciendo: 
 
“(…)4. Las zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las zonas de recarga de 
acuíferos serán objeto de protección especial. 
8.  El paisaje por ser patrimonio común deberá ser protegido. (…) (Congreso de La República, 
Ley 99/93) 
 
Que mediante el artículo 5º numerales 18 y 19 de la Ley 99 de 1993, le corresponde al 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, reservar, alinderar y sustraer las 
reservas forestales nacionales y reglamentar su uso y funcionamiento, además velar por la 
protección del patrimonio natural y la diversidad biótica de la Nación, así como por la 
conservación de las áreas de especial importancia ecosistémica. Función que ratificó el Decreto-
ley 216 de 2003, al consagrar en el numeral 10 del artículo 6º, como competencia del Ministerio 
de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial declarar, delimitar, alinderar y sustraer áreas de 
manejo especial, áreas de reserva nacional forestal y demás áreas protegidas; 
 
El Artículo 61 de la ley 99 de 1993. Reglamentado parcialmente por la Resolución del 
Ministerio del medio Ambiente No. 222 de 1994, se declara la Sabana de Bogotá, sus páramos, 
aguas, valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico 
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nacional, cuya destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal. De igual forma se otorga 
competencia al Ministerio del Medio Ambiente para autorizar licencias ambientales en 
escenarios mineros y se da competencia a Los municipios y el Distrito Capital para que expedan 
la reglamentación de los usos del suelo (Congreso de La República, Ley 99/93) 
 
La Ley 165 de 1994, por la cual se aprueba el "Convenio sobre la Diversidad Biológica" en su 
artículo 8º, define como obligaciones del Estado, entre otras las siguientes: 
 
- Formular directrices para el establecimiento y ordenación de áreas protegidas o áreas 
donde se adopten medidas especiales para conservar la diversidad biológica. 
- Promover la protección de ecosistemas y hábitat naturales y el mantenimiento de 
poblaciones viables de especies en entornos naturales. 
- Promover un desarrollo ambientalmente adecuado y sostenible en áreas adyacentes a áreas 
protegidas, con miras a aumentar la protección de esas zonas. 
- Procurar el establecimiento de condiciones necesarias para armonizar las utilizaciones 
actuales con la conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus 
componentes, y 
- Reglamentar u ordenar los procesos y categorías de actividades pertinentes, cuando se haya 
determinado un efecto adverso importante para la diversidad biológica. (Congreso de la 
República, Ley 165/94) 
 
Mediante el artículo 10° la ley 388 de 1997 se establecen directrices frente a la fijación de los 
planes de ordenamiento territorial – en adelante POT -, ordenando a los municipios y distritos 
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tener en cuenta el marco normativo referente a la conservación y protección del medio ambiente, 
los recursos naturales la prevención de amenazas y riesgos naturales, en observancia de las 
regulaciones sobre conservación, preservación, uso y manejo del medio ambiente y de los 
recursos naturales renovables, en las zonas marinas y costeras; todas las disposiciones 
producidas por la Corporación Autónoma Regional o la autoridad ambiental de la respectiva 
jurisdicción; las políticas, directrices y regulaciones sobre conservación, preservación y uso de 
las áreas e inmuebles consideradas como patrimonio cultural de la Nación y de los 
departamentos, incluyendo el histórico, artístico y arquitectónico. (Congreso de la  República, 
Ley 388/97) 
 
De conformidad por la norma mencionada, los entes territoriales y las autoridades Distritales 
deben tener en cuenta los preceptos y conceptos emitidos por la Corporación Autónoma Regional 
y la autoridad ambiental respectiva, incluyendo sus directrices en los ordenamientos del POT. 
Por tanto, las resoluciones que emitan dichas autoridades se considerada una norma de superior 
jerarquía, que no puede ser desconocida, contrariada o modificada al momento de elaborar el 
POT de Bogotá y los municipios vecinos a la Reserva Forestal Regional Productora del Norte de 
Bogotá “Thomas van der Hammen”, armonizando procesos y adjudicando recursos para el 
cumplimiento de los programas establecidos por dicho ente. (CAR, 2007. Pág. 47).    
 
Por su parte, la resolución No. 0583 de 1999, estableció:  
 
“…. El ordenamiento ambiental exige la conciliación entre vocación y tendencia, para lo 
cual se debe atender la función que le corresponde cumplir al territorio en relación con su aptitud y 
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su participación en la conformación de la región a la cual pertenece. Establece asimismo, las 
condiciones en las cuales se debe desarrollar esta función, de modo que se mitiguen los impactos 
negativos que pudieran presentarse y se maximicen beneficios esperados…” (Ministerio de Medio 
Ambiente, Resolución No. 0583/99) 
 
Que el Decreto 619 de 2000, reconoce que el conjunto de reservas, parques, restos de 
vegetación natural, quebradas y ríos son parte importante de la estructura ecológica principal; y 
la finalidad de ésta es la conservación y recuperación de los recursos naturales, como la 
biodiversidad el agua, el aire y en general del ambiente deseable para el hombre, la fauna y la 
flora. 
 
Por tanto, Conforme a lo dispuesto en el artículo 7º de la Resolución 475 de 2000, expedida 
por el entonces Ministerio del Medio Ambiente, se deberá propiciar la conformación de áreas 
verdes y la preservación de la conectividad de la Reserva Forestal Regional Productora del Norte 
de Bogotá “Thomas van der Hammen”  y de los Cerros Orientales, en el área del Corredor de la 
Autopista Norte, coincidente con la Franja de Conexión Ambiental (AP-2). Para tales efectos, los 
nuevos desarrollos urbanos en las zonas limítrofes al área de reserva Forestal, además de las 
zonas de amortiguación, deberán propender por ubicar las áreas de cesión para zonas verdes en 
este sector. 
 
 Debido a la controversia generada con la Resolución 475 de 2000, el Distrito Capital y la 
CAR interpusieron los recursos de ley contra las disposiciones allí ordenadas, expidiéndose la 
resolución No. 621 del 28 de junio de 2000, que ordenó en su parte resolutiva la declaración de 
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una reserva forestal del orden regional en la zona 3 y reitera que la autoridad ambiental 
encargada de cumplir el mandato es la CAR. Por otra parte, se ordena mantener los desarrollos 
residenciales e institucionales existentes en la reserva forestal regional norte y en las demás áreas 
objeto de dicha resolución.  
 
Que la Ley 812 de 2003, por la cual se estableció el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006, 
"Hacia un Estado Comunitario" en los objetivos de conservación y uso sostenible de bienes y 
servicios ambientales, definió la necesidad de emprender acciones orientadas al ordenamiento y 
realinderación de las reservas forestales nacionales. 
 
Debido a que el marco normativo referente a la Reserva Forestal estaba en parte consolidado 
para iniciar el proceso de protección, el ciudadano Alexei Julio Estada interpuso una acción de 
cumplimiento No 2004-00027-01 contra la CAR, solicitando que se ejecutara lo dispuesto en las 
resoluciones 475 y 621 de 2000, frente a lo cual la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Bogotá, mediante sentencia del 16 de noviembre de 2004, ordenó “que en el plazo de 
treinta días hábiles siguientes a la ejecutoria de esta decisión, y dentro de lo de su competencia, 
inicie el cumplimiento de lo ordenado en las Resoluciones 0475 y 0621 de 2000, expedidas por 
el Ministerio de Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial”, término en el cual esta 
Corporación debía remitir a dicho Tribunal copia del acto mediante el cual se ejecutara el 
mandato previsto en las resoluciones mencionadas. En su momento se planteó la posible 
interpretación de este mandato, en el sentido de que la orden referida apuntaba, 
fundamentalmente, a que la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR “iniciara 
el cumplimiento” de las disposiciones contenidas en las Resoluciones 475 y 621 de 2000, y no a 
112 
 
que se declarara, efectivamente, una zona de reserva forestal en esta área. Esta interpretación, sin 
embargo, no parecía concordante con el contenido de la parte motiva de dicha providencia, en la 
cual se expresó (CAR, 2016): 
 
“(…) 7. No obstante, es necesario tener en cuenta que la alinderación y declaración del Área 
de Reserva Forestal Regional Norte, así como la adopción de un Plan de Manejo para la zona de 
reserva forestal que se ha especificado, es un deber que se expresa en los actos administrativos 
mencionados que el Ministerio del ramo expidiera en mayo 17 de 2000 y 28 de junio de la misma 
anualidad, y aún no ha dado cumplimiento la CAR a lo ordenado. Como lo informa dicho ente 
regional, aun no se han evacuado las etapas de estudio de impacto socio económico de la 
declaratoria de reserva forestal, proceso de concertación CAR – Misterio de Ambiente – Distrito 
Capital ni la alinderación del área de reserva descrita, ni la declaratoria de zona de reserva, lo que 
habría de incluir la preparación técnica de la respectiva resolución (sic) que declare el Área de 
Reserva Forestal Regional del Norte, su revisión y análisis jurídico, su firma y publicación. (...) 9. 
En conclusión, lo que advierte la Sala, contrario a lo discurrido por el sentenciador de primer grado, 
es que la entidad convocada a este trámite ha omitido deberes que emanaron de un mandato 
imperativo, inobjetable y expreso, contenido en los actos administrativos varias veces citados, 
deber que expresamente se atribuyó a su competencia (…)” (Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Bogotá, Sentencia 2004-00024 del 2014). 
 
El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, con ponencia 
del Dr. Camilo Arciniegas Andrade, profirió la sentencia del once (11) de diciembre de 2006, 
mediante la cual denegó las súplicas de la demanda instaurada por el Distrito Capital, quien 
solicitó declarar la nulidad de las Resoluciones 1153 de 1999, 327 de 2000, 475 de 2000 y 621 
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del mismo año, emanadas del entonces Ministerio del Medio Ambiente. 
 
La Sala considera que la decisión del Ministerio se contrajo a ordenar que exista una franja de 
articulación de los Cerros Orientales con el río Bogotá y con el Humedal La Conejera, defiriendo 
a la CAR su alindamiento concreto. El Ministerio no hizo más que ejercer las atribuciones que le 
confiere el artículo 5° de la Ley 99/1993 para fijar pautas generales para el ordenamiento y 
manejo de cuencas hidrográficas y demás áreas de manejo especial (numeral 12); regular las 
condiciones de conservación y manejo de los sistemas hídricos (numeral 24), y velar por la 
conservación de las áreas de especial importancia ecosistémica (numeral 19)”. Los apartes 
trascritos únicamente se relacionan con la futura Reserva Forestal Regional del Norte, pero es 
claro que el Consejo de Estado se pronunció sobre otros aspectos materiales de las Resoluciones 
475 y 621 de 2000, pues dicha providencia no solo se expresó sobre los contenidos de tales actos 
administrativos en lo correspondiente a esta área, sino también respecto de otras zonas definidas 
en las mismas, como la ronda hidráulica y la zona de manejo ambiental del río Bogotá, el manejo 
integral de residuos sólidos, y la regulación integral para el ordenamiento territorial, entre otras 
materias. 
 
Con la resolución No. 0463 del 14 de Abril de 2005 se redelimita la Reserva Forestal 
Protectora Bosque Oriental de Bogotá, se adopta su zonificación y reglamentación de usos y se 
establecen las determinantes para el ordenamiento y manejo de los Cerros Orientales de Bogotá. 
 
De nuevo en el año 2009, se profiere sentencia del Juzgado Segundo Administrativo del 
Circuito Judicial de Bogotá dentro de una acción de cumplimiento No. 2008-0271, mediante la 
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cual el ciudadanía Mario Suárez Melo solicitar dar cumplimiento al artículo 48 del Decreto 
Distrital 469 de 2003; y en consecuencia, expidiera inmediatamente el decreto con el cual se 
adoptara el Plan de Ordenamiento Zonal – Sector Norte, pretensión que fue negada con el 
argumento de la necesidad de la delimitación del área de reserva forestal, preparando el camino 
hacia la protección venidera sobre la reserva Thomas Van Der Hammen. 
 
Sin embargo, mediante el Acuerdo 011 de 2011 la CAR expide la declaración de la Reserva 
Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá D.C., “Thomas Van der Hammen”, y se 
adoptan unas determinantes ambientales para su manejo, entre las cuales se encuentran la 
definición de unas actividades consolidadas antes de la expedición de las resoluciones 475 y 621 
de 2000, ajustes cartográficos, la ronda de protección del río Bogotá, existencia de un bien de 
interés cultural de carácter nacional, existencia de un área protegida de carácter Distrital por ser 
santuario de flora y fauna y otras áreas de protección especial. 
 
El mencionado acuerdo, estableció que dentro de 12 meses a la entrada en vigencia la CAR 
debía formular el plan de manejo ambiental de dicha área, pero este lapso de tiempo fue 
prorrogado por el acuerdo No. 15 del veintinueve (29) de junio de 2012, y por el Acuerdo No. 39 
del dieciocho (18) de diciembre del mismo año. 
 
Mediante Acuerdo 021 del 23 de Septiembre de 2014 se adopta el Plan de Manejo Ambiental 
de la Reserva Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá, D. C. “Thomas Van der 
Hammen”, adoptando y ordenando programas, proyectos y acciones para conservar, preservar y 
recuperar los valores ambientales y ecológicos de esta área. Definió las coordenadas y delimito 
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las zonas de la Reserva, los objetos de conservación y los lineamientos generales para toda la 
reserva en virtud de los parámetros establecidos en el acuerdo de la CAR 11 de 2011 (Diario 
Oficial No. 48.156 del 9 de Agosto de 2011). 
 
Frente a la declaratoria de la reserva forestal regional y todo el marco normativo expedido por 
las entidades delegadas para la conservación del medio ambiente, es importante adicionar que la 
reserva Thomas van der Hammen no forma parte del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, 
cuyas categorías aparecen de manera taxativa en el artículo 10º del Decreto 2372 de 2010. Por 
otra parte, se encuentra que en este proceso de valoración de la reserva e introducción de su 
preservación en la agenda gubernamental, surge otra situación prioritaria que no hace parte de la 
presente investigación pero que vale la pena resaltar y es el conflicto que genera la defensa de la 
propiedad privada existente dentro de la reserva antes de que se le diera la categoría de reserva 
forestal regional. 
 
Retomando el artículo 206 del Código Nacional de Recursos Naturales, se observa que este 
régimen jurídico admite la propiedad pública y privada en las reservas forestales, concluyéndose 
que la declaratoria de reserva forestal regional no afecta la titularidad de los predios localizados 
en su interior. La única afectación que podría mencionarse, es respecto al atributo del uso del 
bien ya que, debe acogerse al régimen previsto para el manejo de la zona. (CAR, 2011.P:16) 
 
Sin embargo, desde la normatividad ambiental, no existe prohibición para que los predios 
puedan ser vendidos o comercializados de alguna manera, debido a que el atributo de la libre 
disposición no se afecta con la declaratoria de reserva forestal regional. Pero cuando se trata de 
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terrenos baldíos, estos se consideran reserva del Estado situación que prohíbe en virtud del 
artículo 209 del Código Nacional de Recursos Naturales, adjudicarlos a un particular.  
 
Propuesta de las Magister: Definición de Criterios en la Toma de Decisiones 
Administrativas 
 
Una vez realizado el esquema de análisis para la ponderación de derechos de carácter 
colectivo (idoneidad, estudio de necesidad y de proporcionalidad en sentido estricto), se reitera la 
prioridad de la aplicación de la teoría del desarrollo sostenible en las decisiones políticas, 
administrativas y sociales que pretenda adelantar la administración. Si bien es cierto, los 
derechos elevados a rango constitucional como fundamentales, poseen una supremacía que los 
ubica en una situación de preferencia frente a los demás derechos, también es cierto que el 
ejercicio de estos debe ser acorde a los principios y valores que regulan el Estado Social de 
Derecho.  
 
En este caso, la constitución política de 1991 trajo a colación la tendencia económica 
sobresaliente para la época de su entrada en vigencia, estableciendo todas las herramientas 
necesarias para la garantía de la globalización y desarrollo comercial del país, acudiendo a la 
teoría del desarrollo sostenible como un elemento primordial para la explotación de recursos con 
una justificación ecológica que le sería aceptada y acorde a la voluntad de la comunidad 
internacional.  
 
Por ello, el derecho al desarrollo urbano o derecho de ciudad debe observarse desde el punto 
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de vista del progreso del Estado hacia una tendencia económica emergente que ha variado sus 
fundamentos desde el año 1991, por tanto, la evolución de los diferentes estamentos que 
componen el Estado en pro de su desarrollo, transforman las circunstancias en que la realidad del 
país debe ser analizada. Lo anterior, para ser más concretos, se refleja en las decisiones que se 
toman a nivel central respecto de la políticas que se deben aplicar a nivel de los entes territoriales, 
por ejemplo, el establecimiento de las transferencias a nivel presupuestal que debe recibir cada 
municipio, actualmente tiene uno elementos determinantes diferentes a los que se tenían en 
cuenta hace 20 años, ya que, las zonas rurales sufrieron fuertes afectaciones estructurales con el 
proceso de violencia y desplazamiento de las comunidades.  
 
Lo anterior se expone, como evidencia de que toda materia se transforma, siendo necesario 
considerar una evaluación de los planteamientos manejados hasta la fecha para la toma de 
decisiones respecto al tema ambiental, toda vez que, a partir del 2015 se cambió el panorama 
mundial y la teoría del desarrollo sostenible que poca trascendencia había tenido en la 
normatividad interna, ahora debe ser un pilar fundamental en la definición de cualquier asunto 
nacional o local.  
 
La Alcaldía mayor de Bogotá, en su Plan de Desarrollo 2016-2020, plantea un primer eje 
transversal orientado a dotar a la ciudad de los instrumentos y recursos necesarios para lograr la 
construcción colectiva de una normatividad urbanística que regule adecuadamente su desarrollo 
y crecimiento; y un tercer eje transversal, enfocado a desarrollar estrategias asociadas a la 
recuperación de la Estructura Ecológica Principal, la calidad ambiental, la adaptación al cambio 
climático y la ruralidad bogotana sostenible.(Alcaldía Mayor de Bogotá, 2016.P:9) 
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Ante la voluntad de la administración de propiciar una Bogotá en condiciones de igualdad e 
inclusión, se establecen políticas criticadas por su aparente afectación al derecho al medio 
ambiente sano, más exactamente por pretender el aprovechamiento de una porción del suelo de 
la reserva forestal Van Der Hammen, omitiendo la esencia de las políticas que de buena manera 
intervendrían a la ciudad. 
 
En temas de desarrollo, la tendencia actual a nivel mundial, está enfocada hacia el desarrollo 
humano como premisa fundamental en el desarrollo de un Estado y aumento de la riqueza más 
que económica, “riqueza humana”.  La teoría planteada por Amartya Sen (2000) enfoca al ser 
humano y su desarrollo como el centro del avance de la sociedad, parte de tres niveles de 
desarrollo que puede observarse como pautas para la evaluación de las políticas que la 
administración pretenda implementar, estas son: disfrutar una vida prolongada y saludable, 
adquirir conocimientos y tener acceso a los recursos necesarios para lograr un nivel de vida 
decente. (Sen, A., 2000.P:43) 
 
Las teorías referentes al desarrollo destinado al proceso económico drástico que arrasa con 
Estados y sus riquezas naturales, poca acogida conservan, actualmente la teoría encaminada al 
desarrollo como un proceso amigable intervenido por la cooperación entre ciudadanos es el fin 
del desarrollo sostenible que se regulo con los objetivos declarados por las Naciones Unidas en 
el año 2015. 
 
En medio de la contienda entre la primacía del derecho al medio ambiente sano sobre el 
derecho de ciudad, es evidente el grado de necesidad que la ciudad demanda sobre los dos, es 
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casi equiparable la subsistencia en condiciones de salubridad y paz frente a la cubrimiento de 
necesidades básicas como la vivienda digna, el desarrollo económico, de infraestructura y de vías. 
Por tanto, el peso otorgado a cada uno de estos derechos es difícil de definir en cuanto al grado 
de necesidad de su ejercicio.  
 
Sin embargo, al partir de un estudio del “deber ser” acatando las realidades del sistema 
económico y político actual, se determina que el desarrollo humano tiene una trascendencia 
inconfundible en virtud de la teoría expuesta por Sen (2000), ya que, los gobiernos y las 
instituciones tienen la responsabilidad de ofrecer oportunidades para que las personas desarrollen 
sus capacidades y en consecuencia mejoren su calidad de vida. Este tipo de desarrollo vendría 
acompañado de una seria de garantías, como la adopción de políticas que ordenen la 
conservación del medio ambiente y los ecosistemas, pero no ubicándoles como un punto de 
partida, sino destinando al hombre y su bienestar como el centro y el fin de cualquier decisión.  
 
La libertad del hombre es el principal objetivo del desarrollo y, a la vez, su medio primordial. 
El objetivo del desarrollo se relaciona con la valoración de las libertades reales de las que gozan 
los individuos. (Sen, A. 2000.P:74).  Es por ello, que analizados los argumentos razonables 
respecto de la importancia de los derechos colectivos enunciados a lo largo de este documento, 
se podría determinar, que la administración local debe tener en cuenta como criterio para definir 
sus políticas de desarrollo urbano, los elementos que proporcionan el desarrollo de la libertad del 
ciudadano. 
 
Concretando lo anterior, se propone que la administración distrital en la toma de decisiones 
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respecto al uso de suelo de la reserva forestal productora Van Der Hammen, tenga presente el 
carácter progresivo de los derechos siendo prioritario en este caso atender el déficit de vivienda 
de 0,3 millones debido a un incremento poblacional de 3,6 millones de personas. El crecimiento 
actual de la ciudad se ha visto limitado por la poca oferta de tierra que ha subido los precios de 
los inmuebles llevando a que la mitad de los metros cuadrados de vivienda y dos tercios de la 
VIS que se venden en la sabana de Bogotá se desarrollen en los municipios aledaños. Todo lo 
anterior hace necesario pensar en expandir la ciudad de forma compacta y ordenada, de modo tal 
que se logre una mejor calidad de vida para los ciudadanos (Alcaldía Mayor de Bogotá, 
2016.P:213).   
 
La preservación de la reserva forestal es evidentemente necesaria, ya que, la administración 
debe tener presente los lineamientos de la comunidad internacional, buscando implementar los 
objetivos 11 y 15 del desarrollo sostenible expuestos en la agenda de las Naciones Unidas, en 
observancia con los tratados sobre medio ambiente ratificados por Colombia. Sin embargo, la 
garantía de la protección de los recursos, no justifica a la administración para omitir las 
responsabilidades que adquiere con la ciudadanía en cuanto a suplir las necesidades básicas de 
los grupos vulnerables por motivos de identidad, origen étnico, etapas de su ciclo vital (niños y 
ancianos) y discapacidad, entre otros. 
 
La crisis social actual sólo se podrá superar hasta tanto se eliminen las barreras de la 
desigualdad y la pobreza, situaciones que deben ser enfrentadas con la implementación de las 
decisiones administrativas adecuadas que mitiguen a grandes pasos las inconformidades de la 
población.  El planeta es un elemento vital para la subsistencia del hombre, pero el hombre en sí 
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mismo es el objeto de desarrollo de cualquier Estado, por tanto, la evolución del mundo no puede 
verse limitada por discursos que son obsoletos debido a la transformación de las condiciones de 
vida a nivel mundial. La exigencia primordial del país y en especial de la ciudad de Bogotá, debe 
enfocarse en cumplir con la demanda de necesidades del ciudadano respetando los medios 
naturales que le apoyan en su desarrollo, por tanto, el levantamiento de la afectación del uso del 
suelo de la reserva forestal productor Thomas Van Der Hammen no va en contravía de los 
principios constitucionales, al contrario el uso de su suelo puede ser un valioso aporte para el 
derecho de ciudad.  
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Conclusiones 
 
Debido al crecimiento poblacional y al desarrollo económico que demanda la ciudad, se 
genera un conflicto entre dos bienes jurídicos de interés social como lo son el derecho al medio 
ambiente sano y el desarrollo urbanístico como garantía de una vivienda digna, que a la postre 
van a desencadenar una serie de efectos a nivel político, económico y ambiental. Por tanto, se 
deben generar medidas que garanticen el disfrute de dichos derechos incluyendo en su definición 
a la población, la administración y las autoridades ambientalistas, quienes han llevado la batuta 
en la materialización del desarrollo urbanístico en zona de la Reserva Forestal Productora 
Thomas Van Der Hammen.  
 
La teoría de la ponderación en la colisión de derechos fundamentales, ha sido desarrollada en 
Colombia por la Corte Constitucional a lo largo de su extensa jurisprudencia, no sólo frente a 
temas de derechos fundamentales, sino en conflictos que van más allá de una conexión de estos, 
con otro tipo de derechos que se posesionan de acuerdo a las exigencias de la sociedad actual. La 
ponderación de igual forma, ha sido objeto de estudio de grandes teóricos, que hoy permiten 
afianzar herramientas eficaces para la práctica de la teoría jurídica vs la realidad de un Estado 
Social de Derecho. 
 
 
Los estudios realizados en relación con la Reserva Forestal y las medidas preservadoras de la 
misma, han estado encaminadas a la cultura de desarrollo sostenible con esencia ambientalista 
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donde es punto fundamental de exclusión la tendencia urbanística e industrial. Sin embargo, a 
razón del crecimiento poblacional, dicho argumento pierde vigencia y empieza a ganar terreno la 
necesidad de nuevas decisiones administrativas que garanticen la vida digna del ciudadano.  
 
Actualmente, las teorías de desarrollo enfocadas a la implementación de políticas económicas 
arrasadoras de riquezas naturales y culturales están siendo desplazadas por teorías de desarrollo 
amigable encaminado a la colaboración ciudadana con el fin de garantizar el desarrollo 
sostenible determinado en los objetivos declarados por las Naciones Unidas y el cual es acogido 
por el Estado Colombiano.  
 
Es necesario que la administración distrital en la toma de decisiones respecto al uso de suelo 
de la Reserva Forestal productora Van Der Hammen, priorice el cubrimiento de las necesidades 
de la población bogotana y garantice el desarrollo libre de cada uno de sus habitantes, mediante 
la expansión de la ciudad de forma compacta y ordenada, de modo tal que se logre una mejor 
calidad de vida para todos. 
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